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PROYECTO DE LEY NÚMERO 265 DE 2013 
SENADO

por la cual se expiden normas sobre seguridad  
ciudadana y la expedición de los planes estratégicos 

de seguridad ciudadana.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1°. Objeto de la ley. La ley tiene por obje-

to establecer los procedimientos y mecanismos para 
la elaboración, aprobación, ejecución, seguimiento, 
evaluación y control de los planes estratégicos de se-
guridad ciudadana que deberán adoptar anualmente 
los departamentos, municipios y distritos, en aplica-
ción de la presente ley como instrumento básico para 
la generación de la seguridad ciudadana en sus res-
pectivos ámbitos territoriales.

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. La presente 
ley se aplicará a las entidades territoriales de los de-
partamentos, municipios y los distritos.

CAPÍTULO II

Artículo 3°. . El plan estratégico de se-
guridad ciudadana que se deberá adoptar en aplica-
ción de la presente ley, es el instrumento básico para 
desarrollar la seguridad ciudadana en su respectivo 
ámbito territorial y se de ne como el conjunto de 
objetivos, directrices, políticas, estrategias, metas, 
programas, actuaciones y normas para orientar, coor-
dinar y proveer el bien público de la seguridad ciu-
dadana como elemento esencial para la protección de 
los derechos fundamentales a la vida, la libertad y la 
propiedad de los ciudadanos.

CAPÍTULO III

Artículo 4°. Contenido del plan estratégico de se-
guridad. El plan estratégico de seguridad ciudadana 
deberá contener mínimo los siguientes elementos:

a) Un mapa de los delitos acontecidos durante el 
año inmediatamente anterior y sus actores, debida-
mente consolidado, en el respectivo ámbito territo-
rial, elaborado por una entidad especializada en el 
tema. Este mapa de los delitos y sus actores derivará 
de la recolección sistemática, continua, oportuna y 
con able de los sucesos delictuales, sus circunstan-
cias, características generales y caracterización de 
sus actores. Dicho mapa de los delitos y sus actores 
deberá realizarse tanto en general para el ente terri-
torial, como también debidamente focalizado en las 
diferentes divisiones territoriales, tales como mu-
nicipios para el caso del mapa de los delitos y sus 
actores de los departamentos, o en sus respectivas 
comunas y corregimientos para el caso del mapa de 
los delitos y sus actores de los municipios y distritos.

b) Un análisis profundo y sustentado de dicho 
mapa de los delitos y sus actores, donde se determi-
ne los delitos de mayor incidencia tanto en su ámbito 
territorial como en cada una de sus unidades terri-
toriales y su variación con respecto al año inmedia-
tamente anterior, donde se explique las razones de 
dicha variación.

c) Explicación criminológica del comportamien-
to delictivo en su ámbito territorial y el desarrollo 
y desenvolvimiento de la estrategia de prevención y 
represión de los delitos y sus actores.

d) Determinación de las instancias de coordina-
ción, articulación y cooperación con los principales 
productores de seguridad ciudadana en su ámbito 
territorial, tales como los organismos de seguridad, 
organismos de justicia, instituciones penitenciarias, 
productores de seguridad privada, su reglamento de 
funcionamiento y las condiciones de articulación y 
cooperación, para generar objetivos, metas, planes y 
programas de seguridad ciudadana.

e) Creación de los planes de acción, programas y 
proyectos de seguridad, teniendo en cuenta los deli-
tos de más alta incidencia y la conformación de las 
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estructuras criminales, para su prevención, desman-
telamiento y represión.

f) La creación, ejecución y desarrollo de una 
estrategia para la prevención ciudadana del delito, 
donde masivamente se eduque a los ciudadanos so-
bre los elementos mínimos que debe tener en cuenta 
como autogeneradores de seguridad, su capacidad de 
organizarse en redes de seguridad y la posibilidad de 
generar información que facilite la represión del de-
lito y sus actores.

g) La creación, desarrollo, ejecución y nan-
ciación de un programa de innovación tecnológica 
para la prevención y represión del delito y sus ac-
tores, tales como cámaras de seguridad, redes ciu-
dadanas de comunicación, alarmas comunitarias, 
equipos de detección de armas y explosivos, equi-
pos de monitoreo institucional. Para el desarrollo 
de este programa se deberá convocar a instancias 
privadas tales como centros comerciales, institucio-
nes educativas, instituciones públicas, compañías 
de seguridad privada, a n de generar un inventario 
de instrumentos tecnológicos aplicables a la segu-
ridad ciudadana y generar su coordinación, puesta 
en red e integración a los planes de acción de segu-
ridad ciudadana.

h) Estrategia de promoción de la creación de 
comités de seguridad ciudadana en las diferentes 
unidades territoriales, tales como comunas, corregi-
mientos y veredas que en coordinación con las auto-
ridades de policía, justicia y gobierno, autogeneren 
seguridad ciudadana.

i) El plan estratégico deberá tener un capítulo de 
nanciación, donde se considere y provea el presu-

puesto necesario para la nanciación del plan de ac-
ción en concordancia con el presupuesto anual del 
departamento, municipio y distrito, el cual deberá 
concertarse con todos los productores de seguridad 
que puedan de una u otra forma contribuir a su -
nanciación.

j) El plan estratégico igualmente generará los li-
neamientos de los proyectos de seguridad que se pre-
sentarán al Gobierno Nacional para su nanciación, 
en especial la generación de mecanismos de preven-
ción ciudadana, incorporación de elementos tecnoló-
gicos para la seguridad y la creación de los centros 
de monitoreo de seguridad ciudadana.

k) En concordancia con los centros de educación 
media y centros de educación profesional, técnica y 
tecnológica se deben generar unos módulos básicos 
de educación para la seguridad ciudadana.

l) Se deberá generar un capítulo especial donde 
se determine las circunstancias, las condiciones y los 
protocolos para poder aplicar herramientas de segu-
ridad que puedan afectar los derechos fundamentales 
de las personas, tales como el toque de queda, total o 
parcial, por edades y territorios, restricción al porte 
de armas, retenes de seguridad y estructuración de 
zonas de alto nivel de vigilancia.

m) Igualmente, deberá tener un capítulo espe-
cial donde se planteen claramente las estrategias de  
bienestar social, educación, deporte, recreación, sa-
lud y organización comunitaria dirigidos a mitigar y 
transformar las condiciones que sirven para la ges-
tación de formas delictuales, en especial para la pre-
vención de la delincuencia juvenil y la prevención de 
la drogadicción y el alcoholismo.

CAPÍTULO IV

Artículo 5°. Elaboración. El Gobernador, el al-
calde municipal, y el alcalde distrital, según el caso, 
impartirán las orientaciones para que su equipo de 
gobierno elabore el respectivo plan estratégico de se-
guridad, teniendo en cuenta que el mismo debe con-
tener los elementos señalados en el artículo anterior 
y la participación transversal de todos los funciona-
rios y dependencias que deban intervenir en el desa-
rrollo de los objetivos, políticas y ejecución del plan 
estratégico de seguridad, generando espacios de par-
ticipación con los demás productores de seguridad y 
será aprobado por el consejo de gobierno en pleno.

Artículo 6°. Presentación. Los planes estratégi-
cos de seguridad serán sometidos a consideración de 
la Asamblea Departamental, el Concejo municipal y 
el Concejo distrital, según el caso, dentro de los tres 
primeros meses de cada año. Los Concejos y Asam-
bleas deberán decidir sobre los planes estratégicos de 
seguridad dentro del mes siguiente a su presentación 
y si transcurre ese lapso sin adoptar decisión alguna, 
el gobernador o alcalde podrá adoptarlos mediante 
decreto.

Si hubiere lugar, el respectivo gobernador o alcal-
de convocará a sesiones extraordinarias a la corres-
pondiente Asamblea o Concejo. Toda modi cación 
que pretenda introducir la asamblea o el concejo 
debe contar con la aceptación previa y por escrito 
del gobernador o alcalde respectivo.

Artículo 7°. Armonización. El presupuesto de -
nanciación del plan estratégico de seguridad debe-
rá armonizarse con los presupuestos que presentan 
anualmente el respectivo alcalde y gobernador para 
su aprobación en el Concejo o Asamblea, buscando 
la colaboración del Gobierno Nacional.

CAPÍTULO V

Artículo 8°. Gerencia del plan estratégico de 
seguridad ciudadana. El gobernador del respectivo 
departamento o el alcalde del distrito o municipio 
designarán la responsabilidad de la gerencia del plan 
estratégico de seguridad ciudadana en unos de sus 
funcionarios, quien tendrá la responsabilidad de su 
aplicación.

Artículo 9°. Funciones del gerente del plan es-
tratégico de seguridad ciudadana. El gerente del 
plan estratégico de seguridad tendrá las funciones 
siguientes:

1. Diseñar bajo la dirección del gobernador o al-
calde respectivo los planes de acción, programas y 
proyectos de seguridad.

2. Diseñar, coordinar y articular, bajo la dirección 
del gobernador o alcalde respectivo, los comités y 
equipos de trabajo interinstitucionales en donde 
participen los diferentes productores de seguridad 
ciudadana, de acuerdo a la necesidad de su confor-
mación y teniéndose en cuenta los grados de respon-
sabilidad, con abilidad y con dencialidad de los te-
mas que se deban desarrollar en dichos comités.

3. Diseño, desarrollo y ejecución de los princi-
pales componentes de la seguridad ciudadana en las 
áreas de seguridad ciudadana preventiva, planes de 
represión del delito, articulación con los entes de se-
guridad nacional y promoción de la inteligencia para 
la represión del delito, desarrollo de estructuras tec-
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nológicas para la prevención y represión del delito y 
articulación con las redes de seguridad existentes en 
su ámbito territorial.

4. Promover la creación de los comités locales de 
seguridad ciudadana, en especial en los municipios 
para el caso del gerente departamental de seguridad 
ciudadana y en las comunas, corregimientos y veredas 
para el gerente municipal de seguridad ciudadana.

5. Diseñar la estructura nanciera para el desa-
rrollo del plan estratégico de seguridad ciudadana y 
acompañar al gobernador o alcalde respectivo en la 
consecución de los recursos necesarios para su cum-
plimiento.

6. Efectuar seguimiento y control a los diferentes 
planes de acción, programas y proyectos de seguri-
dad ciudadana a n de lograr su cumplimiento.

7. Coordinar esfuerzos con otros departamentos y 
municipios para generar planes conjuntos de seguri-
dad ciudadana.

8. Coordinar con las diferentes dependencias de 
la Gobernación o del Distrito o del Municipio, según 
el caso, y los demás organismos públicos que ten-
gan incidencia en el territorio, la estructuración de 
programas de carácter social para la prevención del 
delito, en especial en los jóvenes.

Germán Villegas Villegas,
Senador de la República.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El contexto histórico actual de Colombia, re eja 

una nueva realidad que en los nales del siglo XX, 
no se imaginaban. En efecto, la exitosa lucha contra 
la exportación de drogas prohibidas al exterior, gene-
ró una nueva visión de los narcotra cantes en sus ne-
gocios ilícitos, dirigiéndose a los mercados internos 
y construyendo cadenas de distribución al interior de 
las ciudades, o lo que se ha denominado el microtrá-

co de estupefacientes, generando una escalada de 
delincuencia en urbes colombianas y el impulso a la 
descomposición de las familias y la sociedad.

Otro tanto ocurre con las tácticas de los grupos 
guerrilleros, que ante la exitosa acción de las fuerzas 
del orden contra sus estructuras en selvas y monta-
ñas, tomaron la decisión de incursionar en las ciu-
dades para generar Voleteo y peajes ilegales a las 
actividades económicas, generando un nivel de inse-
guridad en los territorios urbanos.

En esta nueva dimensión, el gobernador y el alcal-
de, no pueden seguir siendo tan solo los proveedores 
de recursos económicos para que actúe la policía, 
valga decir proveedores de gasolina, instalaciones 
y dotación de ellos, sino verdaderos articuladores, 
promotores y gestores de seguridad ciudadana, que 
permita la participación de todos los operadores y 
partícipes de la seguridad.

La Constitución de Colombia no menciona en for-
ma explícita los conceptos de seguridad ciudadana o 
seguridad urbana. Estos conceptos por un desarrollo 
doctrinal están inmersos en los conceptos de orden 
público y seguridad del Estado, conceptos aplicables 
en los ámbitos nacional, regional y local.

De hecho el artículo 315 de la Constitución Na-
cional otorga atribución a los alcaldes “conservar el 
orden público en el municipio, de conformidad con 
la ley y las instrucciones y órdenes que reciba del 
Presidente de la República y del respectivo Goberna-

dor. El Alcalde es la primera autoridad de policía del 
municipio. La policía nacional cumplirá con pronti-
tud y diligencia las Órdenes que le imparta el alcalde 
por conducto del respectivo comandante”.

De lo anteriormente expuesto se deduce que el al-
calde es un protagonista estelar, el más importante en 
el ejercicio de otorgar seguridad ciudadana y/o urba-
na, en especial la seguridad de los ciudadanos frente 
a cualquier hecho que afecte su vida, integralidad, 
bienes y honra.

Como menciona el doctor Hugo Acero, en su 
escrito “La seguridad como responsabilidad de los 
gobiernos locales en Colombia” estas facultades se 
fueron desarrollando posteriormente por la Ley 4ª de 
1991 y la Ley 62 de 1993 donde se establece que los 
gobernadores y alcaldes “deberán diseñar y desarro-
llar planes y estrategias integrales de seguridad con 
la Policía Nacional atendiendo las necesidades y cir-
cunstancias de las comunidades bajo su jurisdicción” 
y otorga algunas funciones frente al comandante de 
policía.

A raíz de estos avances se crean una serie de ins-
trumentos difusa y confusamente ejecutados en los 
diferentes departamentos y municipios, como son 
la creación de los consejos de seguridad, comités de 
orden público, los fondos de seguridad, los planes 
de seguridad y la invitación a la participación ciu-
dadana.

A renglón seguido se han generado valiosos es-
fuerzos para empoderar a los gobernadores y alcal-
des como protagonistas de la convivencia y seguri-
dad ciudadana en sus respectivas jurisdicciones, casi 
siempre por iniciativa de la policía como el “progra-
ma Departamentos y municipios seguros (DMS)” o 
el más reciente esfuerzo de seguridad urbana me-
diante el mecanismo de cuadrantes.

Pero en aras de la objetividad no ha existido una 
verdadera gobernabilidad y gobernanza de la seguri-
dad ciudadana en el ámbito regional y local en Co-
lombia. Los mandatarios locales en su gran mayoría 
consideran que la responsabilidad de la seguridad ur-
bana está en manos de los organismos de seguridad y 
justicia y que su rol consiste en proveer una congrua 
logística a estas instituciones en especial a la poli-
cía y coordinar algunas acciones interinstitucionales 
mediante reuniones periódicas como los consejos de 
seguridad y comités de orden público.

Ante esta realidad es necesario romper el esque-
ma vertical y discrecional del Estado, donde los ex-
clusivos reales protagonistas son los integrantes de 
la tríada policía-justicia-sistema penitenciario con 
unos nominales pero no reales jefes como son los 
gobernadores y alcaldes que nalmente son unos 
asistentes logísticos y unos tímidos coordinadores de 
reuniones como los consejos de seguridad.

Se requiere, en consecuencia pasar a una dinámi-
ca más horizontal, con unos gobernadores y alcaldes 
en un rol protagónico y una real interacción entre los 
actores tradicionales y nuevos en el tema de la segu-
ridad urbana y ciudadana pertenecientes a los ám-
bitos público, privado y social, donde se geste una 
verdadera “coproducción de seguridad” con y para 
la comunidad y el ciudadano.

Estos mecanismos transversales de coproducción 
de seguridad donde operen de verdad la gobernabili-
dad y la gobernanza permitirán darle contenido a la 
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seguridad urbana como un bien público susceptible 
de coproducirse por la sociedad toda antes que verla 
como un servicio público que otorga verticalmente el 
Estado coercitivo al ciudadano.

En este sentido se pretende presentar un proyecto 
de ley que más que un instrumento jurídico es una 
provocación a este cambio estructural que requiere 
el país en el campo de la seguridad urbana.

CONVENIENCIA Y PERTINENCIA  
DEL PROYECTO

Su primer elemento es empoderar al Alcalde y 
responsabilizarlo como el gran articulador de la  
coproducción de la seguridad urbana, generando una 
conceptualización clara del tema de la seguridad ur-
bana, subsumida hasta el día de hoy en conceptos 
como orden público y seguridad del Estado y de los 
roles que debe desempeñar cada uno de los actores 
principales de una verdadera política de seguridad 
urbana tales como las fuerzas de seguridad, las insti-
tuciones de la justicia, la sociedad civil encarnada en 
el sector privado y el sector social, las instituciones 
del Estado tales como el ICBF, el sistema penitencia-
rio y tantos otros que pueden contribuir en la produc-
ción e caz y e ciente de seguridad urbana.

En segundo lugar, otorgan una herramienta de pla-
neación y dirección timoneada por el señor alcalde 
en su respectiva jurisdicción y el señor gobernador 
en el nivel departamental, como es la construcción 
del plan estratégico anual de seguridad urbana, crea-
do en forma cientí ca, participativa y que incluya to-
dos los componentes de la coproducción de la segu-
ridad urbana, que deberán presentar a sus respectivos 
concejos y asambleas con unos mecanismos legales 
para su aprobación similares a los presentados para 
el plan de desarrollo municipal y departamental, y 
la obligatoriedad de contener una parte presupuestal 
que permita el verdadero desarrollo del plan estraté-
gico de seguridad urbana.

La regulación de unos instrumentos colectivos de 
planeación, coordinación y ejecución de la seguridad 
urbana con los actores principales de ella en los ám-
bitos de lo público, lo privado y lo social y en coordi-
nación armónica con el Gobierno nacional y regional.

La inclusión obligatoria de algunos componentes 
básicos para la creación de seguridad urbana concer-
tada y plani cada, como son:

Creación o consolidación de un verdadero com-
ponente de investigación que re eje en forma real y 

dedigna la estadística delictual de la ciudad, gene-
rando información su ciente para crear los mapas de 
delitos y delincuencia, en forma general y especí ca, 
en toda la ciudad, por comunas y corregimientos, en 
lo posible concordados con la metodología policial 
de cuadrantes, generando tipos delictuales, caracte-
rología de los mismos, identi cación de las diver-
sas estrategias delictuales en cada delito, tales como  
hurto, eteo, atraco a residencias, bancos, centros 
comerciales, vehículos, etc., y demás componentes 
de un verdadero mapa delictual y de inseguridad de 
la ciudad y sus divisiones político-administrativas.

- El diseño, planeación y puesta en marcha del 
sistema coercitivo del delito y los delincuentes en la 
ciudad y el departamento, en cada caso.

- El diseño, planeación y puesta en marcha del 
sistema de gobernanza en el tema de seguridad 
urbana.

- El diseño, planeación, puesta en marcha, capaci-
tación, divulgación y difusión del sistema municipal 
de prevención del delito.

- La reestructuración de los consejos y comités de 
seguridad y su implementación a nivel de comuna y 
corregimiento.

- La regulación y ordenamiento de los actores ac-
tivos de la seguridad urbana en concordancia con la 
legislación nacional y en el ámbito de su competen-
cia (vigilantes, guardaespaldas, comités de seguridad 
ciudadana, industria y comercio de la seguridad, vi-
gilancia privada, centros de educación de detectives 
y seguridad privada, etc.).

- La coordinación con los municipios y departa-
mentos vecinos para generar convenios de seguridad 
zonales que permitan mayor efectividad en la segu-
ridad.

- Generación de las redes de seguridad ciudadana 
con base en las nuevas tecnologías de la comunica-
ción que genere dinámicas de control y vigilancia 
más exhaustivas y una reacción coercitiva más e caz 
y e ciente.

- Construcción de una percepción psicológica de 
seguridad ciudadana y de proactividad en contrarres-
tar el delito por parte de la ciudadanía.

A consideración de los honorables Congresistas,
Germán Villegas Villegas,
Senador de la República.

SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General  

(Arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 6 del mes de junio del año 2013 se radicó 

en este despacho el Proyecto de ley número 265 de 
2013 Senado, con todos y cada uno de los requisitos 
constitucionales y legales, por el honorable Senador 
Germán Villegas Villegas.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 6 de junio de 2013
Señor Presidente:
Con el n de que se proceda a repartir el -

 por la 
cual se expiden normas sobre seguridad ciudadana 
y la expedición de los planes estratégicos de seguri-
dad ciudadana, me permito pasar a su despacho el 
expediente de la mencionada iniciativa que fue pre-
sentada en el día de hoy ante Secretaría General por 
el honorable Senador Germán Villegas Villegas. La 
materia de que trata el mencionado proyecto de ley 
es competencia de la Comisión Primera Constitucio-
nal Permanente, de conformidad con las disposicio-
nes reglamentarias y de ley.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 6 de junio de 2013
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el proyecto de ley de 
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la referencia a la Comisión Primera Constitucional 
y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional 
con el n de que sea publicado en la Gaceta del 
Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la Repú-

blica,
Roy Barreras Montealegre.

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

Gregorio Eljach Pacheco.
* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 266 DE 2013 
SENADO

la Ley 856 del 2003 y se dictan otras disposiciones 
legales.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 1° de la Ley 856 del 2003 
quedará así:

 El artículo 7° de la Ley 1ª de 1991 
quedará así:

Artículo 7°. Monto de la contraprestación. 
Periódicamente el Gobierno Nacional definirá, en 
los planes de expansión portuaria, la metodología 
para calcular el valor de las contraprestaciones 
que deben pagar quienes obtengan una concesión 
o licencia portuaria, por concepto del uso y goce 
temporal y exclusivo de las zonas de uso público 
y por concepto del uso de la infraestructura allí 
existente.

Las contraprestaciones por el uso y goce tem-
poral y exclusivo de las zonas de uso público las 
recibirá la Nación a través del Instituto Nacional 
de Vías, Invías, o quien haga sus veces, incorpo-
rándose a los ingresos propios de dicha entidad, y 
los municipios o distritos donde opere el puerto. La 
proporción será: de un cuarenta por ciento (40%) a 
la entidad Nacional, y un sesenta por ciento (60%) 
a los municipios o distritos, que lo destinarán a 
inversión social o para obras que complementen la 
competitividad portuaria. Las contraprestaciones 
por el uso de la infraestructura las recibirá el mu-
nicipio o distrito en un sesenta por ciento (60%) 
para obras de infraestructura o inversión social y 
el Gobierno Nacional a través del Instituto Nacio-
nal de Vías, Invías o quien haga sus veces recibirá 
el otro cuarenta por ciento (40%).

 La contraprestación que reciba la 
Nación por concepto de zonas de uso público e in-
fraestructura a través del Instituto Nacional de Vías, 
Invías, o quien haga sus veces, se destinará especial-
mente a la ejecución de obras y mantenimiento para 
la protección de la zona costera, dragado de manteni-
miento y/o profundización, construcción y/o mante-
nimiento de estructuras hidráulicas de los canales de 
acceso a todos los puertos a cargo de la Nación, para 
el diseño, construcción, ampliación, rehabilitación y 
mantenimiento de las vías de acceso terrestre, férrea, 
acuático y uvial a los puertos del respectivo distri-
to o municipio portuario y a las obras de mitigación 
ambiental en el área de in uencia tanto marítima 
como terrestre.

 El canal de acceso del Puerto de 
Barranquilla y sus obras complementarias estarán a 
cargo de la Nación, para lo cual podrán destinar los 
recursos a que se re ere el presente artículo, sin per-
juicio de que otras entidades incluida Cormagdale-
na, concurran con nanciación y realización de obras 
necesarias.

 El Canal de acceso al puerto de 
Cartagena, incluido el Canal del Dique, podrá inver-
tir la contraprestación que reciba la Nación por con-
cepto de zonas de uso público e infraestructuras en 
obras complementarias y de mitigación del impacto 
ambiental, de acuerdo con lo previsto en el parágrafo 
primero del presente artículo.

 El Distrito Portuario, Biodiverso, 
Industrial y Ecoturístico de Buenaventura, a partir de 
la sanción de la presente ley destinará el cincuenta 
por ciento (50%) de lo recaudado por concepto de 
contraprestación por uso de playas, bajamar y con-
traprestación por el uso de la infraestructura para la 
construcción del MALECÓN BAHÍA DE LA CRUZ 
hasta que se construya la obra en Buenaventura. Para 
este efecto el distrito podrá rmar convenios con en-
tidades privadas para la construcción, manejo y ad-
ministración de la citada obra.

En el caso de San Andrés la contraprestación 
del sesenta por ciento (60%) por el uso y goce 
temporal y exclusivo de las zonas de uso público 
se pagará al departamento por no existir munici-
pio en dicha isla.

Artículo 2°. La actividad pesquera desarrollada 
en muelles y embarcaderos es marítima y no por-
tuaria.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su expedición y deroga las normas que se le 
sean contrarias.

Publíquese y cúmplase.
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El 10 de enero de 1991 el Gobierno Nacional ex-

pidió el estatuto de Puertos Marítimos a través de la 
Ley 1ª de la misma fecha.

En el estatuto quedó contemplado que los termi-
nales marítimos que administraba y operaba la es-
tatal Empresa Puertos de Colombia pasaban a ser 
administrados por las Sociedades Portuarias y ope-
radas por empresas privadas llamadas Operadores 
Portuarios.

Tanto las Sociedades Portuarias como los Opera-
dores Portuarios han venido realizando inversiones 
sustanciales para mejorar no solo la infraestructura 
portuaria, sino también para incrementar la e cien-
cia y e cacia.

De lo anterior hay que indicar que los terminales 
funcionan y están localizados en el interior de los 
municipios o distritos y que la modernización que 
alcanzan los terminales debe ser complementada por 
inversiones que hacen los municipios y los distritos. 
Las vías públicas, el servicio público de aseo, el alum-
brado, el servicio público domiciliario de alcantarilla-
do, el servicio público de acueducto, el equipamiento 
municipal y demás aspectos complementarios son res-
ponsabilidad de los municipios y distritos, por lo tanto 
deben atenderlos con sus propios recursos, indistinta-
mente del pago que por los servicios públicos hagan 
los administradores portuarios.

La pregunta es: ¿cómo hacen los municipios y 
distritos portuarios para atender esas nuevas necesi-
dades de inversión?

Con la expedición de las disposiciones legales 
vigentes tanto las que fortalecen ingresos como las 
que especi can el gasto se puede evidenciar que en 
ninguna de estas disposiciones y las que actualmente 
cursan en el congreso de la República SE CREAN 
NUEVOS INGRESOS PARA LOS MUNICIPIOS Y 
DISTRITOS.

El Gobierno Nacional les gira a los distritos y mu-
nicipios recursos para que atiendan la salud, la edu-
cación, el deporte, la cultura, el saneamiento básico. 
Los otros temas los deben cubrir los municipios y 
distritos con sus propios recursos entre ellos las in-
versiones que son necesarias para aumentar la com-
petitividad de los terminales portuarios.

El 21 de diciembre del año 2003 el Congreso de la 
República expidió la Ley 856 y en un acto de justicia 
legisló para que los recursos de contraprestación se 
invirtieran en obras en el mismo puerto.

De acuerdo con la misma norma, los municipios 
y los distritos donde operan puertos solo tienen de-
recho a percibir el 20% de la contraprestación por el 
uso de las playas y los bajamares.

Es claro, entonces, que con el monto de esos re-
cursos no es posible atender las inversiones comple-
mentarias que requieren los terminales y no parece 
justo que las autoridades locales deban sacri car in-
versión social para realizar las obras que eleven la 
competitividad de la infraestructura portuaria.

LA PROPUESTA
El artículo 7° de la Ley 1ª del 10 de enero de 1991 

establece que periódicamente el Gobierno Nacional 
de nirá, por vía general, en los planes de expansión 
portuaria la metodología para calcular el valor de las 
contraprestaciones que deben pagar quienes se bene-

cien con las concesiones portuarias.
Esta contraprestación se otorgará a la Nación y a 

los municipios o distritos en donde opere el puerto, 
en proporción de un 80% a la primera y un 20% a 
los segundos. Para efectos de la metodología, el Go-
bierno deberá tener en cuenta escasez de los bienes 
públicos utilizables, los riesgos y costos de contami-
nación, los usos alternativos y las condiciones físi-
cas y jurídicas que deberían cumplirse para poner en 
marcha y funcionamiento el terminal portuario.

El mismo artículo establece que todas las socie-
dades portuarias pagarán una contraprestación por 
las concesiones portuarias.

Por otra parte y en cumplimiento de las disposi-
ciones legales vigentes, la Superintendencia Gene-
ral de Puertos en su momento rmó los contratos de 
concesión portuaria, donde se establecen las siguien-
tes obligaciones para las sociedades portuarias:

a) Las Sociedades Portuarias Regionales pagarán 
por la utilización en forma temporal y exclusiva de 
las playas, terrenos de bajamar y zonas accesorias 
una contraprestación en proporción de un 80% para 
la nación y un 20% para los municipios, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 7° de la Ley 1ª del 
10 de enero de 1991, el Decreto 2147 del 13 de sep-
tiembre de 1991 y la Resolución 040 de 1992 expe-
dida por la Superintendencia de Puertos.

b) Por los activos de la empresa Puertos de Co-
lombia que recibieron en concesión, las Sociedades 
Portuarias pagarán durante 20 años una contrapres-
tación por el uso de las Instalaciones Portuarias, pa-
gaderas por anualidades en cuatro (4) cuotas iguales, 
a cancelar por trimestre anticipado.

Se estipula igualmente que el valor de la contra-
prestación será en su totalidad a favor de la Nación.

1. Que los municipios y distritos donde funcionan 
puertos reciban el 60% de la contraprestación por el 
uso temporal de las playas y bajamares y, de igual 
manera, el 60% de la contraprestación por el uso de 
la infraestructura.

Artículo 1°. El artículo 7° de la Ley 1ª de 1991 
quedará así:

Monto de la contraprestación. Pe-
riódicamente el Gobierno Nacional de nirá, en los 
planes de expansión portuaria, la metodología para 
calcular el valor de las contraprestaciones que de-
ben pagar quienes obtengan una concesión o licencia 
portuaria, por concepto del uso y goce temporal y 
exclusivo de las zonas de uso público y por concepto 
del uso de la infraestructura allí existente.
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Las contraprestaciones por el uso y goce temporal 
y exclusivo de las zonas de uso público las recibirá la 
Nación a través del Instituto Nacional de Vías, Invías, 
o quien haga sus veces, incorporándose a los ingresos 
propios de dicha entidad, y los municipios o distri-
tos donde opere el puerto. La proporción será: De un 
cuarenta por ciento (40%) a la entidad Nacional, y un 
sesenta por ciento (60%) a los municipios o distritos, 
que lo destinarán a inversión social o para obras que 
complementen la competitividad portuaria y obras de 
infraestructura que potencien el desarrollo económico 
y social de los municipios en donde estén los termina-
les portuarios. Las contraprestaciones por el uso de la 
infraestructura las recibirá el municipio o distrito en 
un sesenta por ciento (60%) para obras de infraestruc-
tura o inversión social y el Gobierno Nacional a través 
del Instituto Nacional de Vías, Invías o quien haga sus 
veces recibirá el otro cuarenta por ciento (40%).

En el caso de San Andrés la contraprestación del 
sesenta por ciento (60%) por el uso y goce temporal 
y exclusivo de las zonas de uso público se pagará al 
departamento por no existir municipio en dicha isla.

Para el caso del Distrito Portuario, Biodiverso, 
Industrial y Ecoturístico de Buenaventura reglamen-
tado en la ley de Distrito 1617 del 5 de febrero de 
2013, se le da especial atención en razón al demos-
trado atraso de desarrollo que tiene por la poca inver-
sión social que el Estado colombiano ha realizado.

El gobierno Distrital ha presentado una propues-
ta ambiciosa para la construcción de un MALECÓN 
EN BUENAVENTURA; una obra de RENOVACIÓN 
URBANA, con el objeto de promover el desarrollo 
plani cado y la competitividad territorial con áreas de 
servicio, recreación y esparcimiento urbano y su desa-
rrollo turístico; esta propuesta está fundamentada en el 
documento CONPES 3410 de febrero 20 de 2006 que 
de ne la “Política de Estado a n de mejorar las condi-
ciones de vida de la población de Buenaventura”.

Esta obra se nanciará con los recursos de la 
contraprestación por uso de las playas, bajamar e in-
fraestructura que pagan los terminales marítimos de 
Buenaventura; es decir, que de manera temporal has-
ta que se construya la obra se asignará el cincuenta 
por ciento (50%) de estos recursos.
Con esta propuesta los municipios y distritos reci-
birán ingresos que les permitirá contribuir con las 
inversiones complementarias que las Sociedades 
Portuarias necesitan, especialmente Buenaventura 
que presenta un marcado atraso con los otros entes 
territoriales del país.

SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General  

(Arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 6 del mes de junio del año 2013 se radicó 

en este despacho el Proyecto de ley número 266 de 
2013 Senado, con todos y cada uno de los requisitos 
constitucionales y legales, por los honorables Sena-
dores Édinson Delgado Ruiz, Hemel Hurtado, Tere-

y otros.
El Secretario General,

Gregorio Eljach Pacheco.
SENADO DE LA REPÚBLICA

SECRETARÍA GENERAL
Tramitación de Leyes

Bogotá, D. C., 6 de junio de 2013
Señor Presidente:
Con el n de que se proceda a repartir el 

 por medio de la 

y se dictan otras disposiciones legales, me permito 
pasar a su despacho el expediente de la mencionada 
iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante Se-
cretaría General por los honorables Senadores Édin-
son Delgado Ruiz, Hemel Hurtado Angulo, Germán 
Villegas Villegas, Teresita García Romero y los ho-
norables Representantes Jairo Hinestroza Sinisterra, 
Heriberto Sanabria A., Julio Eugenio Gallardo, José 
Bernardo Flórez. La materia de que trata el mencio-
nado proyecto de ley es competencia de la Comisión 
Tercera Constitucional Permanente, de conformidad 
con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 6 de junio de 2013
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la re-
ferencia a la Comisión Tercera Constitucional y en-
víese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el 

n de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
Presidente del honorable Senado de la República,

Roy Barreras Montealegre.
El Secretario General del honorable Senado de la 

República,
Gregorio Eljach Pacheco.
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PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 206  

DE 2013 SENADO
por la cual se dictan normas para la conservación 

de ecosistemas de páramos y humedales.
Bogotá, D.C., junio 5 de 2013
Doctora
NORA MARÍA GARCÍA BURGOS
Presidenta
Comisión Quinta Constitucional Permanente
Senado de la República

Ponencia para primer debate al
por la cual se dic-

tan normas para la conservación de ecosistemas de 
páramos y humedales.

Honorable Senadora:
En cumplimiento de la designación de la Presi-

dencia de la Comisión Quinta Constitucional Perma-
nente del Senado de la República, y de conformidad 
con lo establecido en el artículo 174 y siguientes de 
la Ley 5ª de 1992, sometemos a consideración de los 
honorables Senadores el presente informe de ponen-
cia para primer debate al 

 por la cual se dictan normas 
para la conservación de ecosistemas de páramos y 
humedales.

ANTECEDENTES DEL PROYECTO
El proyecto de ley que nos ocupa correspon-

de a una iniciativa de autoría del Senador Juan 
Francisco Lozano Ramírez, la cual fue radicada 
en la Secretaría General del Honorable Senado de 
la República el 18 de marzo de 2013 y repartida 
por el Presidente del Senado a la Comisión Quin-
ta Constitucional Permanente, en consideración a 
las competencias reglamentarias y de ley estable-
cidas. Posteriormente, el proyecto de ley fue pu-
blicado en la Gaceta del Congreso número 132 de 
marzo 21 de 2013.

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO DE LEY
El  

por la cual se dictan normas para la conservación 
de ecosistemas de páramos y humedales, consta de 
los 3 artículos (incluido el de vigencia y derogato-
rias) organizados de la siguiente manera:

– Artículo 1°. Actividades en páramos.
– Artículo 2°. Actividades en humedales.
– Artículo 3°. Vigencia y derogatorias.

OBJETO DEL PROYECTO
El proyecto de ley que hoy nos ocupa tiene 

por objeto proteger los ecosistemas amenazados 
en Colombia, en particular los páramos y los hu-
medales, mediante la prohibición de las activida-
des agropecuarias de exploración o explotación 
de hidrocarburos y minerales y la construcción 
de refinerías de hidrocarburos en los páramos y 
mediante la restricción parcial total de las activi-
dades agropecuarias de exploración de alto im-
pacto y explotación de hidrocarburos y minerales 
en los humedales.

JUSTIFICACIÓN
PÁRAMOS
El portal web de Parques Nacionales de ne a los 

páramos de la siguiente manera:
“Las alturas van desde 2.500 hasta 3.600 msnm 

Alta humedad y viento seco. Son considerados fá-
bricas de agua. La vegetación predominante son los 

otras.
En la franja de alta montaña tropical, por encima 

de los 3.000 metros, comienzan los pajonales y frai-
lejonales abiertos: el paisaje que le da su identidad 

cubiertas de un suave vello que las protege de los 
drásticos cambios climáticos. Muchas plantas del 
páramo pueden absorber hasta 40 veces su peso en 
agua. El humus negro, especialmente el de las turbe-

de páramos.

tienen el privilegio de contar con ecosistemas de pá-
ramo. Colombia no solamente posee la mayor super-

cantidad de páramos independientes. En Colombia 
se encuentra el 98% de las especies vegetales de pá-
ramo que existen en el mundo”1.

Gran parte de la importancia de los páramos ra-
dica en su capacidad de generación y regulación del 
ciclo del agua. Debido a ello, y por la conservación 
de la biodiversidad de nuestra Nación, es necesaria 
la prohibición de las actividades ya mencionadas.

La disposición que prohíbe estas actividades ya 
existe en la legislación actual, esto es, en el artículo 
202 del Plan Nacional de Desarrollo. No obstante, lo 
que pretende el autor del proyecto es generar mayor 
estabilidad jurídica con la inclusión de la prohibición 
en una ley cuya vigencia no esté condicionada a un 
cuatrienio.

HUMEDALES
El Instituto Humboldt resalta la importancia de 

los humedales, al exponer que
“Los humedales representan atributos, productos 

-

sedimentos, control de erosión y estabilización mi-
-
-

posición de biomasa terrestre como base de la pro-
ductividad de los sistemas acuáticos; Bioecológicas: 
productividad biológica, estabilidad e integridad 
de ecosistemas y retención de dióxido de carbono; 
y Sociales: sistemas productivos y socioculturales 

-

recursos hidrobiológicos y soporte de acuicultura. 
1 Páramos. Parques Nacionales de Colombia. En http://

www.parquesnacionales.gov.co/PNN/portel/libreria/
php/decide.php?patron=01.201214 

P O N E N C I A S
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Algunos humedales sustentan procesos comerciales, 
tales como la industria del palmito, y la explotación 
forestal en cativales y guandales”2.

Al igual que las prohibiciones en los ecosistemas 
de páramos, la restricción a actividades de explora-
ción de alto impacto y explotación de hidrocarburos 
y minerales en los humedales se encuentra en el ar-
tículo 202 del Plan Nacional de Desarrollo. Como 
quedó claro en el acápite relativo a los páramos, con-
sideraciones respecto a la vigencia del plan obligan a 
incluir estas restricciones sobre los humedales en el 
presente proyecto de ley.

CONSULTA PREVIA
El presente proyecto de ley no debe estar sujeto a 

consulta previa, en la medida en que atañe a un pro-
blema de interés general y está fundamentado en el 
Plan Nacional de Desarrollo, consultado para su dis-
cusión en el interior del Congreso de la República.

Lo anterior, quedó plasmado con su ciente carga 
argumentativa en la Sentencia C-331 de 2012, que 
analizó el artículo 106 del Plan Nacional de Desarro-
llo actual (Ley 1450 de 2010) sobre minería ilegal, 
en los siguientes términos:

que busca evitar una práctica ilegal, la cual produce 
serios daños ambientales y se encamina a garantizar 
la no explotación minera en términos industriales, 

afrodescendientes, y por tanto, no las afecta de ma-

Corporación, es claro que dicho tipo de explotación 
produce un deterioro irreparable de los recursos na-
turales que deben preservarse, de manera que es a 
toda la comunidad nacional, y no solo a los grupos 
étnicos, a quienes les interesa el control de esa ex-
plotación ilícita de minerales. En punto a este tema, 
la Sala recuerda que la preservación de los recursos 
naturales renovables y no renovables y el derecho 
colectivo a un ambiente sano, no fueron consagra-
dos únicamente en favor de los grupos étnicos, sino 
que se encamina a la protección de bienes jurídicos 
superiores que interesan a toda la comunidad na-
cional.

Con fundamento en lo anterior, la Sala advierte 
que esta disposición del Plan Nacional de Desarro-

-

y buscar con ello proteger un bien superior de or-

que no debió ser objeto de consulta previa a las co-
munidades étnicas, por tratarse de medidas que no 
afectan directamente a estas comunidades, sino que 
consagran una prohibición general de explotación 
minera con equipos mecánicos que es diferente a las 

el incumplimiento de dicha prohibición.
En este sentido, esta Corporación constata que la 

disposición contenida en el artículo 106 de la Ley 
2 Hacia la Conservación de los Humedales en Colombia: 

de Humedales. Instituto de Investigación de Recursos 
Biológicos Alexander von Humboldt. Boletín N° 9, Nov. 
1998. 

1450 de 2011, no tiene relación directa con las co-
munidades étnicas, ya que prohíbe de manera ge-
neral las prácticas de explotación minera ilegal con 
equipos mecánicos, lo cual no se aplica a las comu-
nidades étnicas que utilizan formas tradicionales de 
explotación minera. De esta manera, a juicio de la 
Sala, esta norma no se aplica a las actividades de mi-

las reglas especiales y diferenciales para la actividad 
minera tradicional en las zonas en que se asientan las 

-

afrodescendientes, a las cuales no se les debe aplicar 
la regla general de prohibición y sanción que prevé el 

De esta manera, es claro para la Sala que el 

Nacional de Desarrollo no afecta de manera di-
recta a las comunidades étnicas, razón por la cual 
no se evidencia la obligatoriedad de consulta pre-
via a estas comunidades, en cuanto la norma no se 

quedan salvaguardadas, sin que sea constitucio-
-

Sala evidencia que se trata de una medida relativa 

que no tiene relación directa con la explotación de 
recursos mineros en los territorios de las comuni-
dades étnicas a través de métodos tradicionales, 
en cuanto no se está prohibiendo el desarrollo de 

en criterio de esta Corte, la consagración de esta 
medida en concreto no debió estar precedida de 
espacios de participación para dichos pueblos, en 

Por consiguiente, al no tratarse de medidas 
legislativas que afectan directamente a las comu-
nidades étnicas, de conformidad con lo expuesto 
en este fallo, no debieron someterse al trámite de 
consulta previa, de acuerdo a los requisitos y eta-
pas explicados en la parte considerativa de esta 
sentencia.

En punto a este tema, la Sala coincide por tan-
to, con algunos intervinientes quienes sostienen 
que las normas acusadas no afectan directamente 

puesto que se trata de normas de carácter general 
que afectan a toda la población por igual y que 

ilegal y la protección del medio ambiente. De esta 
forma, encuentran plenamente ajustada a la Cons-

se encamina a prohibir la utilización de métodos 
ilegales para la explotación minera que causen 
graves daños al medio ambiente, y por tanto no 
afecta de forma directa a las comunidades étnicas, 

En suma, la Corte concluye que el contenido 
del artículo 106 de la Ley 1450 de 2011 o Ley del 
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Plan Nacional de Desarrollo, contiene diversas e 
importantes disposiciones relativas al control de la 
explotación ilícita de minerales, medidas que no 
son aplicables en los territorios de las comunidades 
étnicas y por tanto no afectan la explotación mine-
ra con métodos tradicionales en los territorios indí-
genas y afrodescendientes. Estas disposiciones, por 
ende, no afectan directamente a las comunidades 

ni afectan la actividad minera en los territorios an-
cestrales. Por consiguiente, la Sala considera que la 

-
-
-

y en consecuencia, declarará esta norma exequible, 
por este cargo”.

PLIEGO DE MODIFICACIONES
En el marco de las reuniones entre las Unidades 

de Trabajo Legislativo de los senadores a quienes se 
nos honró con la designación para la elaboración y 
presentación del informe de ponencia de este proyec-
to, surgió una preocupación válida respecto de la im-
posibilidad de subsistir que representaría para miles 
de campesinos la aprobación del articulado tal como 
viene en el proyecto de ley, teniendo en cuenta que 
estaríamos ante la prohibición absoluta de realizar 
actividades agropecuarias en páramos; actividades 
que, vale la pena recordar, han sido desarrolladas por 
décadas en algunos lugares de la geografía nacional 
que podrían llegar a considerarse como zonas para-
munas.

De acuerdo a lo anterior, empezamos a idear una 
fórmula que permitiera la interacción entre las acti-
vidades de conservación de estos importantes eco-
sistemas y las agropecuarias, que implican, como ya 
se dijo, la subsistencia de muchos campesinos que 
por años se han dedicado a ello. Para la redacción de 
esa fórmula acudimos a lo previsto en el artículo 29 
del Decreto 2372 de 2010 que regula lo atinente al 
Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SINAP), el 
cual establece que las zonas de páramos pueden ser 
designadas, por parte de las autoridades ambientales, 
como áreas protegidas bajo alguna de las categorías 
de manejo previstas en ese decreto.

Ahora bien, comoquiera que dentro de las cate-
gorías de áreas protegidas del SINAP se encuentran 
algunas que admiten la coexistencia de actividades 
económicas y de preservación, en atención a los dis-
tintos tipos de uso y actividades permitidas conforme 
a lo previsto en el artículo 35 del Decreto 2372 de 
2010, decidimos sustraer las actividades agropecua-
rias de la prohibición absoluta contenida en el artí-
culo 1° del proyecto de ley y, a renglón seguido, in-
cluir un parágrafo donde se faculta a las autoridades 
ambientales para darles a los páramos el tratamien-
to de alguna de las categorías de área protegida del  
SINAP, y de esta forma dejar que coexistan activida-
des agropecuarias y de preservación.

En consideración a las observaciones realizadas, 
y en calidad de ponentes, nos permitimos proponer 
a esta célula legislativa las siguientes modi caciones 
al  
por la cual se dictan normas para la conservación 
de ecosistemas de páramos y humedales:

TEXTO ORIGINAL PROPUESTA  
MODIFICATORIA

 En los ecosiste-
mas de páramos no se podrán 
adelantar actividades agrope-
cuarias, ni de exploración o 
explotación de hidrocarburos 
y minerales, ni construcción 
de re nerías de hidrocarburos. 
Para tales efectos se conside-
ra como referencia mínima 
la cartografía contenida en el 
Atlas de Páramos de Colombia 
del Instituto de Investigación 
Alexander von Humboldt, has-
ta tanto se cuente con cartogra-
fía a escala más detallada.

 En los ecosistemas 
de páramos no se podrán adelan-
tar actividades de exploración o 
explotación de hidrocarburos 
y minerales, ni construcción 
de re nerías de hidrocarburos. 
Para tales efectos se considera 
como referencia mínima la car-
tografía contenida en el Atlas de 
Páramos de Colombia del Insti-
tuto de Investigación Alexander 
von Humboldt, hasta tanto se 
cuente con cartografía a escala 
más detallada.
Parágrafo. Las autoridades 
ambientales quedan faculta-
das para incluir a los ecosis-
temas de páramos en alguna 

protegida del Sistema Nacio-
nal de Áreas Protegidas, con 
el objeto de que, a partir del 
uso sostenible y una rigurosa 

-
dios técnicos, se permita el 
desarrollo simultáneo de ac-
tividades agropecuarias y de 
preservación.

 En los ecosiste-
mas de humedales se podrán 
restringir parcial o totalmente 
las actividades agropecuarias, 
de exploración de alto impac-
to y explotación de hidrocar-
buros y minerales con base 
en estudios técnicos, econó-
micos, sociales y ambientales 
adoptados por el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Soste-
nible o quien haga sus veces. 
En todo caso, en humedales 
designados dentro de la lista 
de importancia internacional 
de la convención RAMSAR 
no se podrán adelantar activi-
dades diferentes a la restaura-
ción, preservación y control.

QUEDA IGUAL
 En los ecosiste-

mas de humedales se podrán 
restringir parcial o totalmente 
las actividades agropecuarias, 
de exploración de alto impac-
to y explotación de hidrocar-
buros y minerales con base 
en estudios técnicos, econó-
micos, sociales y ambientales 
adoptados por el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Soste-
nible o quien haga sus veces. 
En todo caso, en humedales 
designados dentro de la lista 
de importancia internacional 
de la convención RAMSAR 
no se podrán adelantar activi-
dades diferentes a la restaura-
ción, preservación y control.

 La presente ley 
rige a partir de su promulga-
ción y deroga todas las dispo-
siciones que le sean contra-
rias.

QUEDA IGUAL
 La presente ley 

rige a partir de su promulga-
ción y deroga todas las dis-
posiciones que le sean con-
trarias.

PROPOSICIÓN
Por las razones expuestas, presentamos 

 y proponemos a la Comisión Quinta Cons-
titucional Permanente del Senado de la República  

al 
 por la cual se dictan normas para la 

conservación de ecosistemas de páramos y humedales.
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TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBA-
TE EN LA COMISIÓN QUINTA DEL SENADO 
DE LA REPÚBLICA PROYECTO DE LEY  

NÚMERO 206 DE 2013 SENADO
por la cual se dictan normas para la conservación 

de ecosistemas de páramos y humedales.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. En los ecosistemas de páramos no se 

podrán adelantar actividades de exploración o explo-
tación de hidrocarburos y minerales, ni construcción 
de re nerías de hidrocarburos. Para tales efectos se 
considera como referencia mínima la cartografía 
contenida en el Atlas de Páramos de Colombia del 
Instituto de Investigación Alexander von Humboldt, 
hasta tanto se cuente con cartografía a escala más 
detallada.

Parágrafo. Las autoridades ambientales quedan 
facultadas para incluir a los ecosistemas de páramos 
en alguna de las categorías de área protegida del Sis-
tema Nacional de Áreas Protegidas, con el objeto de 
que, a partir del uso sostenible y una rigurosa zoni-

cación basada en estudios técnicos, se permita el 
desarrollo simultáneo de actividades agropecuarias 
y de preservación.

Artículo 2°. En los ecosistemas de humedales se 
podrán restringir parcial o totalmente las activida-
des agropecuarias, de exploración de alto impacto y 
explotación de hidrocarburos y minerales con base 
en estudios técnicos, económicos, sociales y am-
bientales adoptados por el Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible o quien haga sus veces. En 
todo caso, en humedales designados dentro de la 
lista de importancia internacional de la convención  
RAMSAR no se podrán adelantar actividades dife-
rentes a la restauración, preservación y control.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que 
le sean contrarias.

De los Honorables Congresistas,

*  El presente texto se imprimió por ambas 
caras de cada hoja para mantener la coherencia con 
el contenido del 

 por la cual se promueve la adquisición de 
bienes y/o servicios con criterios ambientales en las 
entidades estatales y se dictan otras disposiciones, 
el cual se tramita actualmente en el Congreso de la 
República. Igualmente, es preciso recordar que para 
hacer una tonelada de papel nuevo se necesitan 17 
árboles, 250.000 litros de agua y 7.800 kilovatios por 
hora de energía eléctrica; mientras que para obtener 
la misma cantidad usando papel reciclado o haciendo 
más e ciente su uso, ya no es necesario talar árboles, 
el gasto de agua sería 100 veces menor, pues úni-

camente se requerirían 2.500 litros de agua, y solo 
utilizaríamos la tercera parte de la energía eléctrica, 
esto es, 2.500 kilovatios por hora.

* * *
PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 66  

DE 2012 SENADO
por la cual se promueve la adquisición de bienes y/o 
servicios con criterios ambientales en las entidades 

estatales, y se dictan otras disposiciones.
Bogotá D.C., mayo 28 de 2013
Doctor
ROY BARRERAS MONTEALEGRE
Presidente
Senado de la República

Ponencia para segundo debate al
por la cual se 

promueve la adquisición de bienes y/o servicios con 
criterios ambientales en las entidades estatales, y se 
dictan otras disposiciones.

Honorable Senador:
En cumplimiento de la designación de la Presi-

dencia de la Comisión Quinta Constitucional Perma-
nente del Senado de la República, y de conformidad 
con lo establecido en el artículo 174 y siguientes de 
la Ley 5ª de 1992, sometemos a consideración de los 
honorables Senadores el presente informe de ponen-
cia para segundo debate al 

por la cual se promueve la ad-
quisición de bienes y/o servicios con criterios am-
bientales en las entidades estatales, y se dictan otras 
disposiciones.

Este proyecto de ley es producto de una iniciativa 
de autoría del Senador Félix José Valera Ibáñez, la 
cual fue radicada en la Secretaría General del Hono-
rable Senado de la República el 9 de agosto de 2012 
y repartida por el Presidente del Senado a la Comi-
sión Quinta Constitucional Permanente, en conside-
ración a las competencias reglamentarias y de ley 
establecidas. Posteriormente, el proyecto de ley fue 
publicado en la Gaceta del Congreso número 500 de 
agosto 10 de 2012.

Y CONCEPTOS DEL MINISTERIO DE AM-
BIENTE Y DESARROLLO SOSTENIBLE

En el pasado mes de diciembre se discutió este 
proyecto de ley en primer debate, el cual, a su vez, 
fue aprobado por la totalidad de los asistentes a la se-
sión. Cabe resaltar que en el interregno entre la pre-
sentación y publicación de la ponencia para primer 
debate y su posterior discusión en la Comisión Quin-
ta, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sosteni-
ble emitió concepto favorable3 sobre este proyecto 
de ley, en los siguientes términos:

“Teniendo en cuenta lo planteado en la Cumbre 
Mundial de Desarrollo Sostenible en el sentido que 

insostenibles de producción y consumo, a través de 
la promoción de programas o directrices que apo-
3 
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yen iniciativas nacionales y regionales en el tema, 
es importante avanzar hacia la implementación de 
la estrategia de ‘Compras Públicas con criterios 
ambientales’, como una forma de contribuir con la 
sostenibilidad ambiental.

Esto se constituye en un mecanismo que inte-
rrelaciona el consumo y la producción sostenible, 
a través de un proceso por el cual las organizacio-
nes del Estado satisfacen sus necesidades en bienes 
y servicios, garantizando la relación calidad-pre- 
cio-sostenibilidad ambiental en el marco del ciclo de 

las entidades públicas, sino también a la sociedad y 
-

miza el daño al ambiente.

Por lo anterior, el Ministerio de Ambiente y De-
sarrollo Sostenible considera que la iniciativa par-
lamentaria ‘por la cual se promueve la adquisición 
de bienes y/o servicios con criterios ambientales en 
las entidades estatales, y se dictan otras disposicio-
nes’, es armónica con las estrategias establecidas 
en la Política Nacional de Producción y Consumo 
Sostenible”.

Recientemente, como resultado de las reuniones 
entre los asesores de nuestras Unidades de Trabajo 
Legislativo y los del Ministerio de Ambiente y Desa-
rrollo Sostenible, se emitió otro concepto favorable4 
por parte de esta entidad, en el cual se reitera que el 
propósito del proyecto de ley es estratégico para el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible en la 
implementación de compras estatales con criterios 
ambientales.

En este último concepto el Ministerio sugiere va-
rias modi caciones al articulado del proyecto de ley, 
las cuales serán analizadas e incorporadas al texto 
en el acápite denominado 

-
YECTO DE LEY

El presente proyecto de ley tiene por objeto in-
corporar criterios ambientales en la adquisición de 
bienes y servicios de las entidades estatales, así 
como lograr la implementación de prácticas respe-
tuosas o sostenibles con el ambiente por parte de 
las entidades públicas. Para ello se establecen unos 
criterios mínimos a n de que las entidades del Es-
tado cuenten con elementos conceptuales y técnicos 
a la hora de adquirir bienes y/o servicios, tomando 
como base el análisis del ciclo de vida, lo cual im-
plica que no solo debe considerarse el precio nal 
del bien o servicio, sino analizar el aspecto econó-
mico, ambiental y social de las materias primas uti-
lizadas, el transporte empleado, el proceso produc-
tivo desarrollado, el diseño del producto o servicio 

nal, así como la disposición y posibles prácticas 
de recuperación o reintegración a la cadena de valor 
de los residuos que se generen una vez puestos esos 
bienes en el mercado.

Una compra pública verde es la adquisición de 
bienes y/o servicios con criterios ambientales reali-
zada por una entidad estatal en virtud de sus facul-
tades de contratación. En otras palabras, es una con-
tratación en la cual se han contemplado requisitos 
4 Suscrito por la doctora Marcela Bonilla Madriñán, 

Directora de Asuntos Ambientales Sectorial y Urbana. 

ambientales relacionados con una o varias etapas del 
ciclo de vida del bien o servicio por comprar; esto se 
produce desde la extracción de la materia prima, su 
fabricación, distribución y uso, hasta su disposición 

nal. De este modo, el comprador satisface la nece-
sidad de la institución que da origen a la compra, sin 
descuidar el impacto ambiental que esta ocasionará.

Seis (6) entidades del Departamento de Antio-
quia: Área Metropolitana del Valle de Aburrá, Coran-
tioquia, Metro de Medellín, municipio de Sabaneta, 
municipio de Medellín, y la Gobernación de Antio-
quia, incorporaron criterios ambientales en las com-
pras de los bienes que se seleccionaron como priori-
tarios para las entidades por el impacto ambiental y 
económico que genera su adquisición. Así mismo, el 
proyecto permitió capacitar y dar acompañamiento 
al equipo jurídico y técnico de las entidades en el 
tema de compras sostenibles, y brindar asesoría a las 
pymes ofertantes de bienes y/o servicios selecciona-
dos, con el n de mantener la oferta de productos con 
criterios de sostenibilidad.

En la actualidad, en diversos lugares del mundo, 
sabemos de experiencias en el ámbito de lo públi-
co que nos permiten tener orientaciones claras para 
difundir, en forma más amplia y generalizada, las 
compras estatales ambientalmente responsables. A 
continuación varios ejemplos:

 Todas las autoridades han apoyado las 
Ordenanzas Nacionales del Gobierno para las Com-
pras y la Reducción de Residuos promulgadas en 
1996, que las animan a adquirir productos reciclados. 
La política de compras exige a las administraciones 
tener en cuenta todos los criterios, políticas, costes y 
bene cios ambientalmente relevantes cuando redac-
ten las condiciones de compra, sus especi caciones 
y las solicitudes de ofertas.

 Existe un fuerte marco nacional tanto 
legislativo como programático para la compra verde. 
Entre sus metas se encuentra alcanzar el 20% de con-
trataciones federales de energía ecológica y, cuando 
sea factible y rentable económicamente, que el 75% 
de los vehículos del gobierno federal funcionen con 
combustibles alternativos. La política medioambien-
tal de Canadá dirige a las administraciones a que ten-
gan presentes las repercusiones del ciclo de vida del 
producto, empleen productos con etiqueta ecológica 
y adopten criterios ambientales en cuanto a los ma-
teriales reciclados y a la e ciencia energética en sus 
compras.

 Un amplio abanico de leyes y 
directrices programáticas exigen a las agencias fe-
derales que adquieran productos ecológicos, entre 
ellos productos con contenido reciclado, y e cientes 
desde el punto de vista energético, así como vehí-
culos propulsados por combustibles alternativos. La 
coordinación y puesta en práctica en el ámbito de 
las agencias gubernamentales ha sido bastante de-

ciente, pero está mejorando. Cuarenta y siete de 
los cincuenta estados federados se enorgullecen de 
sus políticas de “compra de materiales o productos 
reciclados”, algunas de las cuales se promulgaron a 

nales de los ochenta. Hay al menos una docena de 
estados que las han ampliado para que incluyan otras 
licitaciones con criterios ecológicos.
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 Es otro de los países más avanzados por 
lo que se re ere a compra verde, pues las autoridades 
locales comenzaron sus actividades en este ámbito a 
principios de los noventa. Una ley de 2001 obliga a 
las organizaciones gubernamentales, tanto de ám-
bito nacional como local, a desarrollar políticas y 
a comprar productos ecológicos especí cos. Ya a 
principios de 2003, las autoridades de 47 prefectu-
ras y 12 grandes municipios compraban conforme 
a criterios ambientales y casi la mitad de los 700 
municipios contaban con políticas de este tipo. El 
mayor progreso ha sido en las áreas del papel, ma-
terial de o cina, equipos informáticos, automóviles 
y electrodomésticos.

 Mediante la Directiva 2004/18/
CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 31 de 
marzo de 2004 sobre coordinación de los procedi-
mientos de adjudicación de los contratos públicos de 
obras, de suministro y de servicios, se implementó 
un paquete de medidas legislativas que simpli ca-
ban y modernizaban la contratación pública europea 
y que pretendía abrir el Mercado Único, garantizan-
do la competencia entre empresas, un mejor uso del 
dinero público, y la mejora de la calidad de los ser-
vicios prestados. El 31 de enero del 2006 vencía el 
plazo para que los Estados Miembros adaptaran sus 
legislaciones a los mandatos de las nuevas Directivas 
europeas en materia de contratos públicos, aunque 
han sido muchos los Estados que lo han hecho con 
retraso, entre ellos España.

Tal como se señaló en la exposición de motivos y 
en la ponencia para primer debate de este proyecto de 
ley, reiteramos que la obtención del Sello Ambiental 
Colombiano (SAC) tiene una incidencia directa en 
el mejoramiento de los indicadores ambientales del 
país, ya que un producto con el sello SAC garantiza 
las siguientes condiciones:

– Hace uso sostenible de los recursos naturales 
que emplea (materia prima e insumos).

– Utiliza materias primas que no son nocivas para 
el medio ambiente.

– Emplea procesos de producción que involucran 
menos cantidades de energía o que hacen uso de 
fuentes de energías renovables, o ambas.

– Considera aspectos de reciclabilidad, reutiliza-
ción o biodegradabilidad.

– Usa materiales de empaque, preferiblemente re-
ciclable, reutilizable o biodegradable y en cantidades 
mínimas.

– Emplea tecnologías limpias o que generan un 
menor impacto relativo sobre el ambiente.

– Indica a los consumidores la mejor forma para 
su disposición nal.

Lo anterior hace que compartamos la decisión 
contenida en el proyecto de ley respecto de la obli-
gación que se le impone al Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible para que en el término máxi-
mo de un (1) año adelante todas las acciones perti-
nentes para implementar el Sello Ambiental Colom-
biano (SAC) en el marco de las Compras Públicas 
con criterios ambientales.

Así las cosas, podemos a rmar que este proyecto 
de ley se convierte en una gran posibilidad de cons-
truir una estrategia seria, responsable y vanguardista 

en materia de Herramientas y Compras Públicas Ver-
des para Colombia.

5

de las más verdes de América Latina y lo establecido 

de los particulares o entidades que manejen fondos 
o bienes de la Nación y dicho control se ejercerá en 
forma posterior y selectiva conforme a los procedi-
mientos, sistemas y principios que establezca la ley... 

equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la 

cuentas de cualquier entidad territorial”
Tal y como se deriva de la norma trascrita, los 

servidores públicos en ejercicio de su función deben 
tener en cuenta la valoración de los costos ambien-
tales, lo cual hace parte de la denominación “ges-

-
nal de Producción más Limpia como una respuesta 
que buscaba prevenir la contaminación en su lugar 
de origen, en vez de aliviarla una vez generada, con 

posibilidades reales de sostenibilidad y competitivi-
dad sectorial. En el año 2002 expidió el Plan Estra-
tégico Nacional de Mercados Verdes. Estos marcos 
institucionales sentaron las bases de la gestión am-
biental en Colombia y permitieron distintas iniciati-

fue revaluada para involucrar el concepto de con-

Producción y Consumo Sostenible” se orienta a 
cambiar los patrones insostenibles de producción y 
consumo por parte de los diferentes sectores de la 
sociedad nacional, lo que contribuirá a reducir la 
contaminación, conservar los recursos, favorecer la 
integridad ambiental de los bienes y servicios y es-
timular el uso sostenible de la biodiversidad como 
fuentes de la competitividad empresarial y de la 

los compromisos adquiridos de manera voluntaria 

cual es impulsado por la Organización de Naciones 
C

-

que dio inicio a un proceso internacional orientado 

de la Cumbre de la Tierra, organizada por la misma 
5

Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, 
titulado: “Fortalecimiento de las capacidades para las 
Compras Públicas Sostenibles en Colombia”.  
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Colombiana de Producción y Consumo Sostenible es 
el marco ambiental para las acciones de compras 
sostenibles en Colombia.

-
llo de Compras Públicas Sostenibles en el marco de 
contratación vigente contamos con:

servicio de los intereses generales y se desarrolla 
con fundamento en los principios de igualdad, mora-

y publicidad, mediante la descentralización, la dele-
gación y la desconcentración de funciones.

-
ministración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación. Dicho control 
se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme 
a los procedimientos, sistemas y principios que esta-

ambientales. En los casos excepcionales, previstos 
-

terior sobre cuentas de cualquier entidad territorial 

En Colombia la sostenibilidad ha sido contem-

-
gran el derecho a un ambiente sano, la utilización 
racional de los recursos naturales, el control de ca-
lidad de bienes y servicios ofrecidos y prestados a la 
comunidad:

personas proteger las riquezas culturales y natura-
les de la Nación.

de bienes y servicios ofrecidos y prestados a la co-
-

trarse al público en su comercialización.
Serán responsables, de acuerdo con la ley, quie-

nes en la producción y en la comercialización de bie-
nes y servicios, atenten contra la salud, la seguridad 
y el adecuado aprovisionamiento a consumidores y 
usuarios.

El Estado garantizará la participación de las or-
ganizaciones de consumidores y usuarios en el es-
tudio de las disposiciones que les conciernen. Para 
gozar de este derecho las organizaciones deben ser 
representativas y observar procedimientos democrá-
ticos internos.

a gozar de un ambiente sano. La ley garantizará la 
participación de la comunidad en las decisiones que 
puedan afectarlo.

Es deber del Estado proteger la diversidad e inte-
gridad del ambiente, conservar las áreas de especial 
importancia ecológica y fomentar la educación para 

aprovechamiento de los recursos naturales, para ga-
rantizar su desarrollo sostenible, su conservación, 
restauración o sustitución.

Además, deberá prevenir y controlar los factores 
de deterioro ambiental, imponer las sanciones lega-
les y exigir la reparación de los daños causados.

protección de los ecosistemas situados en las zonas 
fronterizas.

-
-
-

rritorio nacional de residuos nucleares y desechos 
tóxicos.

de él de los recursos genéticos, y su utilización, de 
acuerdo con el interés nacional”.

Dentro del marco de las relaciones internaciona-

-
laciones exteriores del Estado y los principios regu-
ladores en la internacionalización de las relaciones:

226 como principios reguladores: “El Estado pro-
moverá la internacionalización de las relaciones 

bases de equidad, reciprocidad y conveniencia na-
cional”.

Como antecedente del marco legal que estable-
ce y regula el sistema institucional ambiental se 

Recursos Naturales” y sus múltiples decretos regla-
mentarios, generando el cuerpo normativo ambien-

deberes ambientales y por último con la expedición 
-

tal en Colombia, enfatizando el tema ambiental en la 
sociedad civil y la administración pública.

Desde el punto de vista de la sostenibilidad am-
-

tantes para la gestión ambiental.
La participación ciudadana en las diferentes ins-

tancias de toma de decisión, ha permitido establecer 
-

cas, regulaciones, programas y proyectos.

-
guientes principios generales.

-
les y del desarrollo sostenible contenidos en la de-

-
ble. Se entiende por desarrollo sostenible el que con-
duzca al crecimiento económico, a la elevación de la 
calidad de la vida y al bienestar social, sin agotar 
la base de recursos naturales renovables en que se 
sustenta, ni deteriorar el medio ambiente o el dere-
cho de las generaciones futuras a utilizarlo para la 
satisfacción de sus propias necesidades.

-
to de orientaciones, normas, actividades, recursos, 
programas e instituciones que permiten la puesta en 
marcha de los principios generales ambientales con-



GACETA DEL CONGRESO  379  Jueves, 6 de junio de 2013 Página 15

tenidos en esta ley. Estará integrado por los siguien-
tes componentes:

-
tenidos en la Constitución Nacional, en esta ley y en 
la normatividad ambiental que la desarrolle.

derogue por esta ley y la que se desarrolle en virtud 
de la Ley.

3. Las entidades del Estado responsables de la po-

4. Las organizaciones comunitarias y no guber-
namentales relacionadas con la problemática am-
biental.

5. Las fuentes y recursos económicos para el ma-
nejo y la recuperación del medio ambiente.

6. Las entidades públicas, privadas o mixtas que 
realizan actividades de producción de información, 

ahorro del agua.

Este Ministerio trabaja de manera coordinada con 

-
-

bientales.

principios que rigen los contratos de las entidades 

cual se expide el Estatuto General de Contratación 

por medio de la cual se introducen medidas para la 

se dictan otras disposiciones generales sobre la con-
tratación con recursos públicos y los decretos regla-
mentarios.

Con relación a las disposiciones que componen 
este proyecto, como lo anticipamos párrafos arriba, 
es preciso recordar que antes de redactar esta ponen-
cia sostuvimos una reunión con asesores del Minis-
terio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, de la cual 
surgieron una serie modi caciones al articulado con 
el n de garantizar el cumplimiento de los propósi-
tos allí planteados. A continuación transcribimos las 
propuestas modi catorias:

 Únicamente para los efectos de la 
presente ley, se tendrán en cuenta las siguientes de niciones:

 Conjunto de etapas por las que atraviesa un 
producto, desde la extracción de la materia prima, su fabrica-
ción, distribución y uso, hasta su disposición nal.

 Es aquel que po-
see una mejor e ciencia ambiental a lo largo de su ciclo de 
vida, y que proporciona la misma o mejor función, calidad y 
satisfacción para el usuario, comparado con un bien o servi-
cio estándar.

 
Es la adquisición de bienes y servicios en la que se integran 
consideraciones ambientales en todas las etapas del proceso 
de contratación de suministros, servicios y obras, de manera 
adicional a otros aspectos habituales como son la calidad, se-
guridad o el precio.

 Conjunto de herramientas que inten-
tan estimular la demanda de bienes con menores cargas am-
bientales y que ofrecen información relevante sobre su ciclo 
de vida para satisfacer la demanda de información ambiental 
por parte de los compradores.

 Únicamente para los efectos de la 
presente ley se tendrán en cuenta las siguientes de niciones:

etapas consecutivas 
e interrelacionadas de un sistema del producto, a partir de 
la adquisición de las materias primas o de su generación a 
partir de recursos naturales hasta la disposición nal. (NTC 

 el ACV es una técnica 
para determinar los aspectos ambientales e impactos ambien-
tales asociados a un producto: para cada una de las etapas del 
ciclo de vida, haciendo un inventario de las entradas y salidas 
relevantes del sistema; evaluando los impactos ambientales 
potenciales asociados a entradas y salidas, e interpretando 
los resultados para cada una de las fases.

 es aquel que po-
see una mejor e ciencia ambiental a lo largo de su ciclo de 
vida, y que proporciona la misma o mejor función, calidad 
y satisfacción para el usuario, comparado con un bien o ser-
vicio estándar.

pro-
ceso mediante el cual las entidades estatales satisfacen sus 
necesidades de bienes, servicios, obras y utilidades públicas, 
de tal forma que alcanzan un alto rendimiento basado en el 
análisis del ciclo de vida del bien o servicio, lo cual se tradu-
ce en bene cios no sólo para la entidad sino también para la 
sociedad y la economía, al tiempo que reduce al mínimo los 
daños al medio ambiente.

 distintivo o sello que permite 
diferenciar los bienes y servicios que pueden demostrar el 
cumplimiento de criterios ambientales basado en el análisis 
de su ciclo de vida.

 es un distintivo que puede portar los bienes y 
servicios que acogen ciertos criterios ambientales estableci-
dos de antemano y cuyo cumplimiento ha sido comprobado 
por una organización de tercera parte independiente e im-
parcial.

 herramienta de gestión ad-
ministrativa efectiva para el uso racional y estratégico de los 
recursos de los sectores públicos.

 cualquier cambio en el medio am-
biente, sea adverso o bene cioso, total o parcialmente resul-
tante de las actividades, productos o servicios de una orga-
nización.
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Deber de las Entidades Estatales. Con el ob-
jeto de promover un cambio hacia la demanda de bienes y/o 
servicios con criterios ambientales, las entidades estatales los 
adquirirán en la medida que el mercado los provea. Así mis-
mo, las entidades estatales deberán:

a) Realizar acciones de información y formación sobre com-
pras públicas con criterios ambientales al personal que mane-
ja el tema de contratación en las entidades públicas.
b) Elaborar e incluir cláusulas de tipo ambiental en los dife-
rentes pliegos de contratación.

c) Analizar las adquisiciones de bienes y/o servicios que rea-
lice la entidad a partir del análisis de los impactos ambienta-
les negativos que se generen a lo largo del ciclo de vida del 
bien y/o servicio.

Deber de las Entidades Estatales. Con el ob-
jeto de promover un cambio hacia la demanda de bienes y/o 
servicios con criterios ambientales, las entidades estatales 
los adquirirán en la medida en que el mercado oferte este 
tipo de bienes y servicios. Así mismo, las entidades estatales 
deberán:
a) Realizar acciones de información y formación sobre com-
pras públicas con criterios ambientales al personal que ma-
neja el tema de contratación en las entidades públicas;
b) Elaborar e incluir criterios ambientales en los diferentes 
pliegos de condiciones para la adquisición de bienes y ser-
vicios.
c) Analizar las adquisiciones de bienes y/o servicios que 
realice la entidad a partir del análisis de los impactos am-
bientales que de na el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible en la guía conceptual o metodológica de compras 
públicas sostenibles, en el marco del ciclo de vida del pro-
ducto.

Etiquetas ecológicas  En la etapa de evaluación 
de los procesos de contratación se podrá asignar una 
puntuación adicional a los bienes y/o servicios con criterios 
ambientales que tengan una etiqueta o sellos ambientales o 
de sosteniblidad.

 En un plazo no mayor a un (1) año, el Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, o quien haga sus veces, 
adelantará las acciones que sean necesarias para difundir los 
bene cios del Sello Ambiental Colombiano (SAC), así como 
aquellas destinadas a promover su obtención y uso.

Promoción de bienes y servicios con criterios 
ambientales y ecoetiquetas. El Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible (MADS), deberá generar información 
pertinente sobre los criterios técnicos ambientales para los 
bienes y/o servicios priorizados, de tal forma que las entidades 
estatales y los proveedores de bienes y/o servicios tengan 
lineamientos oportunos frente a los atributos o características 
ambientales que puedan incorporarse al momento de realizar 
una adquisición. Para tal efecto, siempre se tendrá en cuenta 
la capacidad que tenga el mercado para proveerlos de forma 
que se garantice la libre competencia.

 En la etapa de evaluación de los procesos de 
contratación se podrá asignar una puntuación adicional a los 
bienes y/o servicios que cuenten con ecoetiquetas o sellos 
ambientales o de sostenibilidad.
En un plazo no mayor a (1) año, el Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible, o la entidad que haga sus veces, 
adelantará las acciones que sean necesarias para promover 
la implementación del sello ambiental colombiano 
(SAC), en el marco de las compras públicas con criterios 
ambientales.

Deber de los proveedores de bienes y/o servicios 
con criterios ambientales. Con fundamento en conocimientos 
cientí cos y en atención a los tratados internacionales que 
versen sobre la materia, quienes se dedican a la fabricación, 
importación o venta de bienes y/o servicios con criterios 
ambientales se comprometen a presentar, en forma veraz 
y oportuna, la información necesaria para determinar la 
contribución al medio ambiente derivada de la adquisición 
de dichos bienes y/o servicios.

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
reglamentará sobre la materia.

Deber de los proveedores de bienes y/o servicios 
con criterios ambientales. Con fundamento en conocimientos 
cientí cos y en atención a los tratados internacionales que 
versen sobre la materia, quienes se dedican a la fabricación, 
importación o venta de bienes y/o servicios con criterios 
ambientales se comprometen a presentar, en forma veraz 
y oportuna, la información necesaria para determinar la 
contribución al medio ambiente derivada de la adquisición 
de dichos bienes y/o servicios, en el marco del análisis del 
ciclo de vida del producto.
El Gobierno Nacional reglamentará sobre la materia.

Promoción de bienes y servicios con criterios 
ambientales. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible (MADS), deberá generar información pertinente 
sobre los criterios técnicos ambientales que deben establecerse 
para los bienes y/o servicios priorizados por esta entidad, de 
tal forma que las entidades estatales y los proveedores de 
bienes y/o servicios tengan lineamientos oportunos frente 
a los atributos o características ambientales que pueden 
incorporarse al momento de realizar una elección frente 
estos. Para tal efecto, siempre se observará la capacidad que 
tenga el mercado para proveerlos.

Se eliminó el artículo 7° que fue aprobado en primer debate, 
dado que su contenido se fusionó e incluyó en el artículo 5° 
de esta propuesta modi catoria.

Buenas prácticas ambientales. Las entidades 
estatales deberán adoptar, implementar y hacer seguimiento 
en su organización a las prácticas que se establezcan en la 
Guía de Buenas Prácticas Ambientales que el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS) expedirá en un 
término no mayor a ocho (8) meses, contados a partir de la 
entrada en vigencia de la presente ley.

Con fundamento en la Guía de Buenas Prácticas Ambientales 
emanada del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
las entidades estatales elaborarán sus propios Manuales 
Internos de Buenas Prácticas Ambientales, sin perjuicio  
de incluir nuevas y mejores prácticas que contribuyan a 

Buenas prácticas ambientales. Las 
entidades estatales deberán adoptar, implementar y hacer 
seguimiento de las buenas prácticas ambientales al interior 
de su organización, a partir de la Guía de Buenas Prácticas 
Ambientales sobre prevención y control de la contaminación 
y uso sostenible de los recursos naturales, que el Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS) desarrollará 
en un término no mayor a doce (12) meses, contados a partir 
de la entrada en vigencia de esta ley.
Con fundamento en la Guía de Buenas Prácticas Ambientales 
emanada del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
las entidades estatales elaborarán sus propios manuales 
internos de Buenas Prácticas Ambientales, sin perjuicio  
de incluir nuevas y mejores prácticas que contribuyan a 
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la conservación y uso sostenible de los recursos naturales y a 
la prevención y control de la contaminación de acuerdo con 
las necesidades y el funcionamiento propio de cada entidad.

la conservación y uso sostenible de los recursos naturales y a 
la prevención y control de la contaminación, de acuerdo 
con las necesidades y el funcionamiento propio de cada 
entidad. Los manuales deberán ser implementados en las 
entidades públicas en un término no mayor a veinticuatro 
(24) meses contados a partir de la entrada en vigencia de 
la presente ley.

Informe sobre la adquisición de bienes y 
servicios con criterios ambientales. Las entidades estatales 
deberán reportar ante el SICE o el sistema que lo remplace 
o sustituya, los bienes y/o servicios que vayan a adquirir 
con criterios ambientales, para lo cual el operador del SICE 
deberá adecuar su plataforma de información de forma tal, 
que las entidades públicas puedan ingresar esta información; 
de igual forma, las entidades públicas deberán con rmar la 
compra que efectivamente se dio en la entidad al nalizar el 
año del reporte.

 En un plazo no mayor a un (1) año, el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
(MADS), definirá el mecanismo por medio del cual 
se recopilará la información sobre los beneficios 
ambientales provenientes de la adquisición de bienes y/o 
servicios por parte de las entidades estatales, los cuales 
deberán centrarse en la identificación del aporte de esta 
estrategia a las metas establecidas en la Política Nacional 
de Producción y Consumo Sostenible.

Informe sobre la adquisición de bienes y/o 
servicios con criterios ambientales. Las entidades estatales 
deberán reportar en su Plan Anual de Adquisiciones los 
bienes y/o servicios con criterios ambientales que adquirirán 
en cada año scal. Al nal del año scal, las entidades 
públicas deberán reportar en el Sistema Electrónico para 
la Contratación Pública (SECOP) las compras de bienes 
y servicios con criterios ambientales que efectivamente 
realizaron.

públicas verdes. En un plazo no mayor a dieciocho (18) 
meses, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
(MADS) de nirá el mecanismo por medio de la cual se 
recopilará la información sobre los bene cios ambientales 
provenientes de la adquisición de bienes y/o servicios 
por parte de las entidades estatales, las cuales, en la 
identi cación de esta estrategia, deberán centrarse en las 
metas establecidas en la Política Nacional de Producción 
y Consumo Sostenible.

Metas ambientales. Las entidades estatales 
deberán cumplir las siguientes metas establecidas en la 
Política Nacional de Producción y Consumo Sostenible:

INDICADOR
Intensidad energética (Consumo Nacional 
de Energía Total/PIB) Reducción 3% Reducción 10%

Consumo de agua total / PIB Reducción 3% Reducción 10%
Porcentaje de la inversión realizada en com-
pras sostenibles de bienes y servicios priori-
zados en las entidades estatales

10% 30%

Metas ambientales. Las entidades estatales 
aportarán, desde la adquisición de bienes y servicios con 
criterios ambientales, al cumplimiento de las siguientes 
metas establecidas en la Política Nacional de Producción y 
Consumo Sostenible:

INDICADOR
Intensidad energética (Consumo Nacional 
de Energía Total/PIB) Reducción 3% Reducción 10%

Consumo de agua total / PIB Reducción 3% Reducción 10%
Porcentaje de la inversión realizada en 
compras sostenibles de bienes y servicios 
priorizados por el MADS en las entidades 
estatales

10% 30%

Para los nes establecidos en el presente 
artículo, las entidades estatales también deberán desarrollar 
e implementar acciones de seguimiento a los siguientes 
indicadores:
1. Porcentaje de disminución de consumo de bienes y 
servicios por funcionario
2. Porcentaje de incremento de residuos generados destinados 
al reciclaje.

Por las razones expuestas, proponemos a la Ple-
naria del Senado de la República dar segundo deba-
te al  
por la cual se promueve la adquisición de bienes y/o 
servicios con criterios ambientales en las entidades 
estatales, y se dictan otras disposiciones.

, Coordinador Ponente;

Senadores Ponentes.

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO  
DEBATE EN LA PLENARIA DEL SENADO 
DE LA REPÚBLICA AL PROYECTO DE LEY  

NÚMERO 66 DE 2012 SENADO
por la cual se promueve la adquisición de bienes y/o 
servicios con criterios ambientales en las entidades 

estatales, y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto de la ley. Esta ley tiene como 

objeto incorporar criterios ambientales en la adquisi-
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ción de bienes y servicios de las entidades estatales, 
así como lograr la implementación de prácticas res-
petuosas y sostenibles con el ambiente por parte de 
estas.

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. Las disposi-
ciones contenidas en la presente ley se aplicarán a 
las entidades estatales contempladas en el numeral 1 
del artículo 2° de la Ley 80 de 1993, con excepción 
de aquellas que por disposición legal estén sometidas 
únicamente a las reglas del derecho privado en todos 
los actos jurídicos, contratos y actuaciones necesa-
rias para administrar y desarrollar su objeto social.

Esta disposición deberá aplicarse de manera 
gradual, y dependiendo de la oferta de este tipo de 
productos en el mercado, en las entidades del orden 
nacional, luego en las del orden departamental y -
nalmente en las del orden municipal. Para tal efecto, 
el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
(MADS), en coordinación con otras entidades, expe-
dirá las directrices correspondientes.

Artículo 3°. Únicamente para los 
efectos de la presente ley, se tendrán en cuenta las 
siguientes de niciones:

Etapas 
consecutivas e interrelacionadas de un sistema del 
producto, a partir de la adquisición de las materias 
primas o de su generación a partir de recursos natu-
rales hasta la disposición nal. 

 El ACV es 
una técnica para determinar los aspectos ambienta-
les e impactos ambientales asociados a un producto: 
para cada una de las etapas del ciclo de vida, hacien-
do un inventario de las entradas y salidas relevantes 
del sistema; evaluando los impactos ambientales po-
tenciales asociados a entradas y salidas, e interpre-
tando los resultados para cada una de las fases.

 Es 
aquel que posee una mejor e ciencia ambiental a lo 
largo de su ciclo de vida, y que proporciona la misma 
o mejor función, calidad y satisfacción para el usua-
rio, comparado con un bien o servicio estándar.

-
Proceso mediante el cual las entidades 

estatales satisfacen sus necesidades de bienes, ser-
vicios, obras y utilidades públicas, de tal forma que 
alcanzan un alto rendimiento basado en el análisis 
del ciclo de vida del bien o servicio, lo cual se tradu-
ce en bene cios no sólo para la entidad sino también 
para la sociedad y la economía, al tiempo que reduce 
al mínimo los daños al medio ambiente.

 Distintivo o sello que 
permite diferenciar los bienes y servicios que pueden 
demostrar el cumplimiento de criterios ambientales 
basado en el análisis de su ciclo de vida.

 Es un distintivo que puede por-
tar los bienes y servicios que acogen ciertos criterios 
ambientales establecidos de antemano y cuyo cum-
plimiento ha sido comprobado por una organización 
de tercera parte independiente e imparcial.

 Herramienta de 
gestión administrativa efectiva para el uso racional y 
estratégico de los recursos de los sectores públicos.

 Cualquier cambio en el 
medio ambiente, sea adverso o bene cioso, total o 
parcialmente resultante de las actividades, productos 
o servicios de una organización.

Artículo 4°. Deber de las entidades estatales. Con 
el objeto de promover un cambio hacia la demanda 
de bienes y/o servicios con criterios ambientales, las 
entidades estatales los adquirirán en la medida en 
que el mercado oferte este tipo de bienes y servicios. 
Así mismo, las entidades estatales deberán:

a) Realizar acciones de información y formación 
sobre compras públicas con criterios ambientales al 
personal que maneja el tema de contratación en las 
entidades públicas;

b) Elaborar e incluir criterios ambientales en los 
diferentes pliegos de condiciones para la adquisición 
de bienes y servicios.

c) Analizar las adquisiciones de bienes y/o ser-
vicios que realice la entidad a partir del análisis de 
los impactos ambientales que de na el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible en la guía concep-
tual o metodológica de compras públicas sostenibles, 
en el marco del ciclo de vida del producto.

Artículo 5°. Promoción de bienes y servicios con 
criterios ambientales y ecoetiquetas. El Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS), de-
berá generar información pertinente sobre los cri-
terios técnicos ambientales para los bienes y/o ser-
vicios priorizados, de tal forma que las entidades 
estatales y los proveedores de bienes y/o servicios 
tengan lineamientos oportunos frente a los atributos 
o características ambientales que puedan incorporar-
se al momento de realizar una adquisición. Para tal 
efecto, siempre se tendrá en cuenta la capacidad que 
tenga el mercado para proveerlos de forma que se 
garantice la libre competencia.

Parágrafo. En la etapa de evaluación de los pro-
cesos de contratación se podrá asignar una pun-
tuación adicional a los bienes y/o servicios que 
cuenten con ecoetiquetas o sellos ambientales o de 
sostenibilidad.

En un plazo no mayor a (1) año, el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, o la entidad que 
haga sus veces, adelantará las acciones que sean ne-
cesarias para promover la implementación del sello 
ambiental colombiano (SAC), en el marco de las 
compras públicas con criterios ambientales.

Artículo 6°. Deber de los proveedores de bienes 
y/o servicios con criterios ambientales. Con funda-
mento en conocimientos cientí cos y en atención 
a los tratados internacionales que versen sobre la 
materia, quienes se dedican a la fabricación, im-
portación o venta de bienes y/o servicios con cri-
terios ambientales se comprometen a presentar, en 
forma veraz y oportuna, la información necesaria 
para determinar la contribución al medio ambien-
te derivada de la adquisición de dichos bienes y/o 
servicios, en el marco del análisis del ciclo de vida 
del producto.

El Gobierno Nacional reglamentará sobre la 
materia.

Artículo 7°. Buenas prácticas ambientales. Las 
entidades estatales deberán adoptar, implementar y 
hacer seguimiento de las buenas prácticas ambienta-
les al interior de su organización, a partir de la Guía 
de Buenas Prácticas Ambientales sobre prevención y 
control de la contaminación y uso sostenible de los 
recursos naturales, que el Ministerio de Ambiente y 
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den la construcción de un Sistema General de Salud 
donde el paciente sea el protagonista y principal be-
ne ciado.

Para lograr tan importante cometido, es impor-
tante que el Congreso de la República ofrezca a los 
colombianos una Ley Ordinaria de Salud que guar-
de relación con la Ley Estatutaria, cuyo proyecto 
actualmente se debate por las Comisiones Primeras 
Conjuntas de Senado y Cámara de Representantes 
(Proyecto de ley número 209 de 2013 Senado, 267 
de 2013 Cámara) y que ambos instrumentos norma-
tivos articulen la actuación de todos los eslabones de 
la cadena de la salud, de manera integral, precisa-
mente como un sistema lo exige.

De esta manera, la reforma general a la salud no 
puede olvidar ni desestimular la participación e cien-
te y activa del sector privado que ha contribuido de 
manera trascendental en la construcción de un Siste-
ma General de Salud más solidario e inclusivo. Según 
cifras o ciales, mientras en el año 1993, cuando el sis-

Desarrollo Sostenible (MADS) desarrollará en un 
término no mayor a doce (12) meses, contados a par-
tir de la entrada en vigencia de esta ley.

Con fundamento en la Guía de Buenas Prácticas 
Ambientales emanada del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, las entidades estatales elabo-
rarán sus propios manuales internos de Buenas Prác-
ticas Ambientales, sin perjuicio de incluir nuevas y 
mejores prácticas que contribuyan a la conservación 
y uso sostenible de los recursos naturales y a la pre-
vención y control de la contaminación, de acuerdo 
con las necesidades y el funcionamiento propio de 
cada entidad. Los manuales deberán ser implemen-
tados en las entidades públicas en un término no ma-
yor a veinticuatro (24) meses contados a partir de la 
entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 8°. -
nes y/o servicios con criterios ambientales. Las en-
tidades estatales deberán reportar en su Plan Anual 
de Adquisiciones los bienes y/o servicios con cri-
terios ambientales que adquirirán en cada año s-
cal. Al nal del año scal, las entidades públicas 
deberán reportar en el Sistema Electrónico para la 
Contratación Pública (SECOP) las compras de bie-
nes y servicios con criterios ambientales que efecti-
vamente realizaron.

Artículo 9°. -
pras públicas verdes. En un plazo no mayor a die-
ciocho (18) meses, el Ministerio de Ambiente y De-
sarrollo Sostenible (MADS) de nirá el mecanismo 
por medio de la cual se recopilará la información 
sobre los bene cios ambientales provenientes de la 
adquisición de bienes y/o servicios por parte de las 
entidades estatales, las cuales, en la identi cación 
de esta estrategia, deberán centrarse en las metas es-
tablecidas en la Política Nacional de Producción y 
Consumo Sostenible.

Artículo 10. Metas ambientales. Las entidades 
estatales aportarán, desde la adquisición de bienes y 
servicios con criterios ambientales, al cumplimien-
to de las siguientes metas establecidas en la Política 
Nacional de Producción y Consumo Sostenible:

INDICADOR
Intensidad energética (Consumo 
Nacional de Energía Total/PIB)

Reducción 3% Reducción 10%

Consumo de agua total / PIB Reducción 3% Reducción 10%
Porcentaje de la inversión realizada 
en compras sostenibles de bienes y 
servicios priorizados por el MADS en 
las entidades estatales

10% 30%

Parágrafo. Para los nes establecidos en el pre-
sente artículo, las entidades estatales también de-
berán desarrollar e implementar acciones de segui-
miento a los siguientes indicadores:

1. Porcentaje de disminución de consumo de bie-
nes y servicios por funcionario.

2. Porcentaje de incremento de residuos genera-
dos destinados al reciclaje.

Artículo 11. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de su promulgación y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias.

De los honorables Congresistas,
, Coordinador Ponente;

-
les, Senadores Ponentes.

*  El presente texto se imprimió por ambas 
caras de cada hoja para mantener la coherencia con 
el contenido del presente proyecto de ley. Es preciso 
recordar que para hacer una tonelada de papel nuevo 
se necesitan 17 árboles, 250 mil litros de agua y 7.800 
kilovatios por hora de energía eléctrica; mientras que 
para obtener la misma cantidad usando papel recicla-
do o haciendo más e ciente su uso, ya no es necesario 
talar árboles, el gasto de agua sería 100 veces menor 
pues únicamente se requerirían 2.500 litros de agua, y 
sólo utilizaríamos la tercera parte de la energía eléctri-
ca, esto es, 2.500 kilovatios por hora.

Se autoriza el presente informe de ponencia para 
segundo debate.

La Presidenta,

El Vicepresidente,

La Secretaria General,
Delcy Hoyos Abad.

C A R T A   D E    C O M E N T A R I O S

CARTA DE COMENTARIOS DE LA ASOCIA-
CIÓN NACIONAL DE EMPRESARIOS DE CO-
LOMBIA AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
210 DE 2013 SENADO (Y SUS ACUMULADOS 
NÚMEROS 233 DE 2013 Y 051 DE 2012 SENADO

de Seguridad Social en Salud y se dictan otras dis-
posiciones.

La Asociación Nacional de Empresarios de Co-
lombia (ANDI), apoya la -

 de Reforma a la Salud presentada por el Go-
bierno Nacional, cuyo principal objetivo es mejorar 
el estado de salud de los colombianos y dar solución 
a los problemas por los cuales atraviesa actualmente 
el sistema, tales como la inequidad regional en aten-
ción en salud, la falta de oferta articulada de los ser-
vicios de salud, las di cultades en los ujos y control 
de recursos, los elevados costos de transacción, la 
ausencia de bases de datos con información centrali-
zada y transparente, entre otros elementos que impi-
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tema era público y centralizado, la cobertura en salud 
era de tan sólo 23% de los colombianos, a nales de 
2011 más del 90% de la población estaba cubierta. En 
el año 2012, aproximadamente 60% de la población 
utilizó por lo menos una vez los servicios de salud.

A continuación presentamos, atendiendo a la di-
visión por capítulos propuesta por la Ponencia mis-
ma, las sugerencias de la ANDI para procurar la 
construcción de un sistema que con la articulación 
entre sector público y sector privado ofrezca más y 
mejores bene cios al paciente, a los profesionales de 
la medicina, a las empresas y al país en su conjunto:

SOBRE EL CAPÍTULO I DISPOSICIONES 
GENERALES

La ANDI quiere hacer énfasis en la necesidad de 
que se garantice oportunidad en los pagos y en el ujo 
de los recursos. Actualmente, los pagos a la salud no se 
efectúan oportunamente, lo que genera un extra costo 
para la atención de los pacientes, tanto en el sector 
privado como el sector público. Para ello, sugerimos 
la siguiente modi cación al literal n) del artículo 5°:

Artículo 5°. Principios del Sistema

Son principios del Sistema General de Seguri-
dad Social en Salud los siguientes:

Sostenibilidad.
los recursos destinados por la ley, los servicios y 

 oportuno y ágil. Las 
decisiones que se adopten en el marco del Sistema 

Integralidad. El Sistema garantiza la aten-
ción en salud a la población en sus fases de educa-
ción, información, fomento de la salud, prevención, 
diagnóstico, tratamiento y rehabilitación, con opor-

-
drá fragmentarse la responsabilidad en la prestación 

salud del usuario ni se podrá negar un servicio de 
salud estrechamente vinculado con otro cubierto por 
el Sistema. Tampoco se podrá negar una tecnología 
de salud necesaria para la prestación de un servicio 
cubierto por el sistema. En los casos en los que exista 
duda sobre el alcance la cobertura de un servicio o 

cubierto por el Sistema, se enten-
derá que este comprende cubre todas los elementos 

 esenciales para lograr su 
prestación y su objetivo médico respecto de la necesi-

En la medida en que los dispositivos médicos 
evolucionan incrementalmente con los avances tec-
nológicos, no es razonable que sean tratados como 

dispositivos con “condiciones técnicas uniformes”. 
Por ello, sugerimos que al momento de llevarse a 
cabo contrataciones con el Estado, no se haga a tra-
vés del mecanismo de subasta inversa:

Artículo nuevo. Compras públicas de tecnología 
médica.
no se podrán realizar procesos de subasta inversa.

-
FICADO DE LOS RECURSOS DESTINADOS 
A LA FINANCIACIÓN DEL SISTEMA GENE-
RAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD

En el mismo sentido que el primer comentario, 
sugerimos realizar los pagos a través del sistema -
nanciero del país pues ofrece las más agiles herra-
mientas para el desembolso de los recursos. De igual 
forma, es necesario que exista una categoría especí-

ca de prelación de créditos sobre los servicios que 
se prestan en salud, especialmente para el caso de las 
entidades públicas del sector salud que se liquiden.

Artículo 14. Funciones de la unidad de gestión. 
Para desarrollar el objeto, la unidad de gestión ten-
drá las siguientes funciones:

de manera ágil y 
oportuna los giros directos en nombre de los Gesto-
res de Servicios de Salud o las Entidades Territoria-
les y adelantar las transferencias que correspondan 

(…)
Los pagos a los Prestadores de 

Servicios de Salud por los servicios y tecnologías 
contenidas en Mi-Plan se harán de manera directa 

 Será responsabilidad de los Gestores de 
Servicios de Salud y los Prestadores de Servicios de 
Salud depurar la información nanciera en los térmi-
nos que para el efecto señale el reglamento.

-

Sugerimos que el literal “a)” del artículo 17 sea 
como se redacta a continuación, manteniendo todos 
los demás propuestos por la ponencia, ubicados en el 
literal inmediatamente posterior al asignado actual-
mente, así:

Artículo 17. Destinación de los recursos admi-
nistrados.
destinarán a:

conformidad con lo señalado en la presente ley so-
bre reconocimientos económicos y pago a estos;

-
dad o incapacidades por enfermedad general de los 

Social en Salud;

-

-
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-

Ministerio de Salud y Protección Social;
-

to social a las armas, de municiones y explosivos y 
los correspondientes a las multas en aplicación de la 

red pública hospitalaria. Este gasto se hará siempre 
y cuando en la respectiva vigencia se encuentre ga-

Gestores de Servicios de Salud;

la entidad;
-

cia y control de conformidad con lo establecido en el 

-

los recursos del Fosyga.
El órgano de dirección de Salud-Mía debe ser, al 

igual que como ocurre con el Banco de la República 
en los asuntos económicos, monetarios y cambiarios, 
una junta técnica, independiente, con vocación de 
permanencia, con algunos integrantes de dedicación 
exclusiva, con experiencia y pericia en los asuntos 
propios del sector salud. La participación del Minis-
terio de Salud es esencial, pero también la partici-
pación de otros sectores políticos y de la Sociedad 
Civil de manera permanente:

Artículo 18. Órgano de dirección y adminis-
tración.
ejercerá las funciones que le señalen los estatutos. La 

siete (7) miembros, el 
Ministro de Salud y Protección Social, quien la presi-
dirá; el Ministro de Hacienda y Crédito Público, un 
(1) representante del Presidente de la República, 3 
representantes de los operadores del Sistema de Se-
guridad Social en Salud elegidos por el Presidente 
de la República. -
nadores elegido a través de la Federación Nacional 
de Departamentos y un representante de los Alcaldes. 
La administración de la entidad estará a cargo de un 
Presidente, el cual será de libre nombramiento y re-
moción del Presidente de la República.

Parágrafo. La junta podrá invitar cuando el tema 
lo amerite, a los actores más representativos del Sis-
tema de Seguridad Social en Salud, quienes tendrán 
voz pero no voto.

SOBRE EL CAPÍTULO IV. PLAN DE BENEFI-
CIOS DE SALUD - MI PLAN

En lo que a “Mi Plan” se re ere, es de la mayor 
importancia establecer criterios claros que permitan 
determinar cuáles son las prestaciones incluidas y 
excluidas en el plan de bene cios. Así mismo, la cir-
cunstancia de que Salud Mía será el único pagador, 
debe acompañarse con la expedición de un Manual 
Tarifario que obedezca a un estudio de costos del 
sector salud. Para ello se sugiere la siguiente adición 
al parágrafo 2º del artículo 20:

Artículo 
Parágrafo 2°. El Ministerio de Salud y Pro-

tección Social establecerá un manual tarifario el 

cual se actualizará de conformidad con lo que se se-
ñale en el reglamento que para el efecto se expida el 
cual incluirá un estudio de costos y el análisis del 
WACC calculado para IPS y gestores.

De igual forma, se sugiere la implementación de 
una jurisdicción técnica y especializada, que asegure 
el acceso a las tecnologías de la salud sin desincen-
tivar la inversión. Esta jurisdicción, a instancia de 
parte, debe componer los con ictos de salud.

Parágrafo 3°. -
dar los intereses del sector, se implementará una 

la seguridad social en salud. Mientras ello suce-
de, los jueces laborales, para la resolución de los 

quienes actuarán como auxiliares de la justicia que 

protocolos y guías.
Sugerimos modi car la redacción del artículo 22 

como se especi ca a continuación para procurar el 
sano equilibrio que debe haber entre la defensa del 
consumidor y a la vez el incentivo a la inversión pri-
vada para garantizar mayor abastecimiento del mer-
cado:

Artículo 22. Regulación de precios de servicios y 
tecnologías de salud. -
nal de Precios y Medicamentos y Dispositivos Médi-

funciones serán asumidas por el Ministerio de Salud 
y Protección Social.

El Ministerio de Salud y Protección Social junto 
con el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo 
regularán 

política nacional de insumos y dispositivos médicos 

Sugerimos modi car la redacción del artículo 23 
como se especi ca a continuación:

Artículo 23. Información sobre servicios y tecno-
logías de salud. La información sobre precio, usos, 

salud es de interés público. El Ministerio de Salud y 

y oportunidad de la información que los actores de-
ben reportar 
e información que diferencialmente establezca para 
las tecnologías en salud. Mínimo una vez al año el 
Ministerio deberá actualizar los CUPS, mientras se 
hace la actualización, se adoptará y se podrán utili-
zar los códigos internacionales (ICD, HCPCS, CPT).

El Ministerio de Salud y Protección Social infor-
mará a la Superintendencia Nacional de Salud la 

-

procedencia de imponer sanciones.
-

VIDUAL Y REDES DE PRESTACIÓN DE SER-
VICIO DE SALUD

Sugerimos la implementación, por parte del Go-
bierno Nacional, de un proceso de evaluación de las 
entidades que prestan servicios de Salud a n de in-
centivar aquellas que sobresalgan por su calidad y 
por sus indicadores de desempeño, así como para ha-
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cer transparente la gestión de las referidas entidades. 
Como incentivos podrían utilizarse, la participación 
prioritaria en convocatorias nacionales, asignación 
de recursos prioritarios para co nanciación de edu-
cación continua, prioridad en estudios de trámites 
ante entidades del Estado, manejo de tasas diferen-
ciales en proyectos de nanciación, entre otras alter-
nativas.

Artículo 28. Habilitación de redes de prestación 
de servicios de salud. El Ministerio de Salud y Pro-

con que deben habilitarse las redes de prestadores 
de servicios de salud de los gestores de servicios de 
salud, los cuales serán  evaluados por la 
Superintendencia Nacional de Salud de manera con-
tinua.

SERVICIOS DE SALUD
-

Artículo 32. Funciones de los Gestores de Ser-
vicios de Salud. Son funciones de los Gestores de 
Servicios de Salud las siguientes:

-
tados, realizar el reconocimiento de los montos a 

a los Prestadores de Servicios de Salud que hacen 
parte de la Red de Prestación de Servicios de Salud. 
En caso de proveedores y dispositivos médicos se 
ordenará sólo en casos de alto costo.

y control de la información de tipo administrativo, 
, de prestación de servicios, epidemioló-

gico y de calidad que se genere en desarrollo de su 
actividad y de la de su Red de Prestación de Servi-
cios de Salud;

Se sugiere la siguiente adición en el parágrafo del 
artículo 38:

Artículo 38. Integración vertical.
propiedad simultánea de Gestores, Prestadores de 
Servicios de Salud bajo cualquier forma y propor-
ción de participación, de manera directa o por inter-

cuarto grado de consanguinidad.
Tampoco se permitirá la integración directa o 

indirecta entre Gestores de Servicios de Salud  y 
proveedores, comercializadores y distribuidores de 
medicamentos y dispositivos médicos.

Parágrafo 1°. La prohibición de la integración 
-

partir de la entrada en vigencia de la ley.
Parágrafo 2°. Se exceptúa de la presente prohi-

bición cuando se trate de Gestores y Prestadores de 
Servicios de naturaleza pública y mixta.

Se sugiere la siguiente adición en el parágrafo del 
artículo 40:

Artículo 40. Pago a los Prestadores de Servicios 
de Salud.

Parágrafo. Las obligaciones derivadas de 
las prestaciones de servicios de salud prescribirán 

-
res deberán provisionarse contablemente. No pres-

cribirán las facturas que se encuentren en discusión 
entre gestores y prestadores de servicios de salud.

SOBRE EL CAPÍTULO VII TALENTO HU-
MANO EN SALUD

Se propone el siguiente parágrafo para el artículo 45:
Artículo 45. Parágrafo. Transitoriamente y con 

-
cialidades, las IPS de alta complejidad que tengan 
convenios  de docencia servicio y los hospitales 
universitarios, podrán abrir programas en conjun-
to con las entidades educativas con acreditación de 
alta calidad con las cuales posean convenios.

TRANSITORIAS
Aunque las empresas privadas, con base en el 

principio de solidaridad, han continuado prestando 
sus servicios y proveyendo medicamentos y dispo-
sitivos esenciales para la atención en salud de los 
colombianos, aun acumulando cartera, la mora en el 
pago de las obligaciones no puede extenderse inde -
nidamente, puesto que el saneamiento de las deudas 
es indispensable para mantener la con anza inver-
sionista en el sector salud colombiano. Proponemos 
entonces, hacer un cruce de información con base 
en los estados nancieros de IPS y EPS que reposan 
en la Superintendencia de Salud, para que a partir 
de ellos, se establezca la magnitud de la cartera del 
sector salud. Una vez veri cada esta información, se 
deberá articular una conciliación de cartera entre to-
dos los integrantes públicos y privados que permita 
llegar al nuevo modelo sin cuentas pendientes, y con 
su ciencia nanciera para enfrentarse a la nueva rea-
lidad. Es posible, que haya la necesidad de establecer 
un giro directo desde el Fosyga a las IPS que tienen 
convenio con EPS del contributivo, que en este mo-
mento se encuentran intervenidas.

La ANDI apoya la Ponencia presentada por el 
Gobierno Nacional ante esta Comisión Séptima del 
Senado de la República y solicitamos que se vote po-
sitivamente con las modi caciones arriba sugeridas.

Finalmente, es nuestro deseo continuar partici-
pando activamente en la contribución de propuestas 
que permitan al Congreso tener elementos de análi-
sis para construir la Reforma a la Salud que el país 
requiere.

Atentamente,
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PROPOSICIÓN DE APLAZAMIENTO  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 210  

DE 2013 SENADO
Si bien es cierto que es necesario hacer cambios 

al actual modelo de salud en el país, también es cier-
to que le asiste al Congreso de la Republica una gran 
responsabilidad política y social frente a dicha re-
forma. Existen antecedentes de lo funesto que han 
sido los resultados de reformas como la Ley 1122 de 
2007, 1393 de 2010, Ley 1438 de 2011, Ley 1450 
de 2011, Decreto-ley 019 de 2012 donde a pesar de 
los elementos aportados al gobierno para mejorar 
este sistema, lo que hemos visto es un sistema fallido 
donde el único perjudicado ha sido el ciudadano del 
común que a pesar de tener aseguramiento en salud, 
no signi ca que esté recibiendo una atención oportu-
na y de calidad , antes por el contrario ha estimulado 
el paseo de la muerte, elevado la intermediación y 
contribuido a que muchos de los actores del sistema 
sigan haciendo de la salud un lucrativo negocio.

Está claro que tenemos un problema estructural 
de la salud, que el gobierno en cabeza del señor Mi-
nistro de Salud ha hecho un gran esfuerzo de la mano 
de las Comisiones Séptimas de Senado y Cámara, 
que se ha escuchado a los diferentes actores del sis-
tema y que fruto de ello el gobierno pone a conside-
ración de la Comisión Séptima de Senado, las modi-

caciones al articulado del Proyecto de ley número 
210 de 2013. Ahora bien, dadas las observaciones y 
cambios hechos por el gobierno, la incorporación de 
nuevos capítulos y artículos, hacen necesario que en 
un acto de responsabilidad por parte nuestra, some-
tamos a estudio con calma y sin prisa esta ley, ya que 
considero que hace falta profundizar en temas como 
la creación del fondo SALUD MÍA, Mi Plan, Pres-
tación de servicios de salud, conformación de redes 
de servicios, creación y/o transformación de EPS en 
gestores de servicios de salud, el talento humano en 
salud, El régimen de las empresas sociales del Esta-

do, al igual que las normas de inspección vigilancia y 
control que regulará la operación del sistema.

La sola inclusión del régimen de las empresas so-
ciales del Estado, amerita un proyecto de ley aparte, 
ya que se modi carían normas de la ley general del 
empleo público o Ley 909 de 2004. Igualmente entrar 
a considerar reformas a la Ley 1164 o ley del talen-
to humano, son su cientes elementos como para no 
precipitar como en otros momentos de las legislaturas 
que han sido aprobadas a última hora y a pupitrazo.

Son muchos los cuestionamientos que este nuevo 
trabajo genera y mal haría esta comisión en aprobar 
en primer debate el articulado presentado por el go-
bierno, con la premura de la actual legislatura, ad 
portas de una contienda electoral y casi al cierre de 
la actual legislatura, en consecuencia propongo a la 
honorable comisión se aplace la discusión y aproba-
ción del articulado para la próxima legislatura.

Liliana Rendón Roldán,
Senadora.

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  
PERMANENTE DEL HONORABLE  

SENADO DE LA REPÚBLICA 
SECRETARÍA GENERAL DE LA COMISIÓN
Bogotá, D. C., a los cuatro (4) días del mes de ju-

nio año dos mil trece (2013). En la presente fecha se 
autoriza la Gaceta del Congreso  
PROPOSICIÓN DE APLAZAMIENTO, conteni-
do en dos (2) folios, al 

 
Sistema General de Seguridad Social en Salud y se 
dictan otras disposiciones, y sus acumulados -

 por medio 
de la cual se reforma el Sistema General de Seguri-
dad Social en Salud y se dictan otras disposiciones, 
y  por 
la cual se crea el Sistema Único Descentralizado de 
Seguridad Social en Salud, suscrita por la honorable 

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  
PERMANENTE DEL HONORABLE  

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL DE LA COMISIÓN

Bogotá, D. C., a los cuatro (4) días del mes de ju-
nio año dos mil trece (2013). En la presente fecha se 
autoriza la Gaceta del Congreso  
comentarios de la Asociación Nacional de Empresa-
rios de Colombia (ANDI), suscrito por los doctores 
Marisol Sánchez González -Directora Ejecutiva- 
Cámara de Proveedores de la Salud -ANDI- Ingrid 
Marcela Reyes Rey -Directora Ejecutiva- Cámara 
de Gases Industriales y Medicinales- ANDI - Ro-
drigo Arcila Gómez -Director Ejecutivo- Cámara de 
la Industria Farmacéutica -ANDI - Carlos Eduardo 
Jurado Moncayo -Director Ejecutivo- Cámara de 
Sectorial de la Salud-ANDI, en nueve (9) folios, al 

 por 

Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposi-
ciones, y sus acumulados 

 por medio de la cual se refor-
ma el Sistema General de Seguridad Social en Salud 

y se dictan otras disposiciones, y 
 por la cual se crea 

el Sistema Único Descentralizado de Seguridad So-
cial en Salud. Autoría del 

(Ministerio de Salud y de la 
Protección Social -doctor Alejandro Gaviria Uribe). 

 (hono-
rables Senadores Jorge Eliécer Ballesteros Bernier, 
Édinson Delgado Ruiz) y  

 (honorables Senadores Luis 
Carlos Avellaneda, Gloria Inés Ramírez, Juan Ma-
nuel Galán, Camilo Romero, Alexánder López, Par-
menio Cuéllar, John Sudarsky, Jorge Guevara, Juan 
Fernando Cristo, Germán Carlosama, Carlos Alberto 
Baena, y honorables Representantes Iván Cepeda 
Castro, Germán Navas Talero, Ángela María Roble-
do, José Joaquín Camelo, Gloria Stella Díaz, Alba 
Luz Pinilla, Hugo Velásquez).

El presente concepto se publica en la Gaceta del 
Congreso, en cumplimento de lo ordenado en el in-
ciso 5° del artículo 2° de la Ley 1431 de 2011.

El Secretario,

P R O P O S I C I O N E S
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Senadora Liliana María Rendón Roldán. Autoría del 
(Mi-

nisterio de Salud y de la Protección Social -doctor 
Alejandro Gaviria Uribe). -

 (honorables Senadores Jorge 
Eliécer Ballesteros Bernier, Édinson Delgado Ruiz) 
y   (ho-
norables Senadores Luis Carlos Avellaneda, Gloria 
Inés Ramírez, Juan Manuel Galán, Camilo Romero, 
Alexánder López, Parmenio Cuéllar, John Sudarsky, 
Jorge Guevara, Juan Fernando Cristo, Germán Car-
losama, Carlos Alberto Baena, y honorables Repre-
sentantes Iván Cepeda Castro, Germán Navas Talero, 
Ángela María Robledo, José Joaquín Camelo, Gloria 
Stella Díaz, Alba Luz Pinilla, Hugo Velásquez).

El Secretario,

NOTA SECRETARIAL
El Presente, que se ordena publicar con -

está refrendada únicamente 
por la honorable Senadora Liliana María Rendón Rol-
dán, en su calidad de ponente. Los honorables Sena-
dores Antonio José Correa Jiménez, Claudia Jeanneth 
Wilches Sarmiento, Édinson Delgado Ruiz, Astrid 
Sánchez Montes de Oca, Gabriel Zapata Correa, Jor-
ge Eliécer Ballesteros Bernier, Teresita García Rome-
ro, Guillermo Antonio Santos Marín, Gilma Jiménez 
Gómez, Maurico Ernesto Ospina Gómez, Gloria Inés 
Ramírez Ríos, Germán Bernardo Carlosama López, 
no refrendaron este informe que se ordena publicar.

El Secretario,

Gaceta número 379- Jueves, 6 de junio de 2013
SENADO DE LA REPÚBLICA

PROYECTOS DE LEY
Proyecto de ley número 265 de 2013 Senado, por la 

cual se expiden normas sobre seguridad ciudadana y 
la expedición de los planes estratégicos de seguridad 
ciudadana ................................................................... 1

Proyecto de ley número 266 de 2013 Senado, por 
medio de la cual se modi ca el artículo 1° de la 
Ley 856 del 2003 y se dictan otras disposiciones 
legales ........................................................................ 5

PONENCIAS
Ponencia para primer debate y texto propuesto para 

primer debate en la Comisión Quinta  al Proyecto 
de ley número 206 de 2013 Senado, por la cual se 
dictan normas para la conservación de ecosistemas 
de páramos y humedales ............................................ 8

Ponencia para segundo debate y texto propuesto al Pro-
yecto de ley número 66 de 2012 Senado, por la cual 
se promueve la adquisición de bienes y/o servicios 
con criterios ambientales en las entidades estatales, 
y se dictan otras disposiciones ................................... 11

CARTA DE COMENTARIOS
Carta de comentarios de la Asociación Nacional de 

Empresarios de Colombia al Proyecto de ley núme-
ro 210 de 2013 Senado (y sus acumulados números 
233 de 2013 y 051 de 2012 Senado, por medio de 
la cual se rede ne el Sistema General de Seguridad 
Social en Salud y se dictan otras disposiciones ......... 19

PROPOSICIONES
Proposición de aplazamiento al Proyecto de ley número 

210 de 2013 Senado .................................................. 23

C O N T E N I D O

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2013


